










































































































































REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D. C., diecinueve (19) octubre de dos mil veinte (2020). 

 

Exp. Rad. No 11001310301120090046200 
Clase:   Acción popular 
Demandante: Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público  
Demandados: 
 
 

Vinculadas:  

Negociación Buena Vista S.A., Alianza Fiduciaria S.A., en su calidad de 
vocera del Patrimonio Autónomo Fideicomiso La Estancia Camino de 
Salazar. 
Canales Andrade y Cía. S.A.S., Instituto Distrital de Recreación y 
Deporte -IDRD-, e Instituto de Desarrollo Urbano -IDU- 

Providencia: Sentencia de primera instancia. 
  
   

I. OBJETO DE DECISIÓN 

 

Se profiere SENTENCIA de primera instancia dentro de la acción popular 

instaurada por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 

Público –DADEP- contra Negociación Buena Vista S.A. y Alianza Fiduciaria 

S.A., donde fungen como vinculados el patrimonio autónomo Fideicomiso La 

Estancia Camino de Salazar [representada por Alianza Fiduciaria S.A.], la 

sociedad Canales Andrade y Cía. S.A.S., el Instituto de Desarrollo Urbano 

IDU y el Instituto Distrital de Recreación y Deporte.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

1. El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –

DADEP, invocando la protección de los derechos colectivos señalados en el 

artículo 4º, literales a), d), e) y m) de la Ley 472 de 1998, acudió ante la 

jurisdicción civil para instaurar acción popular contra la sociedad Negociación 

Buena Vista S.A. y Alianza Fiduciaria S.A., pretendiendo: 

 

“PRIMERA: Que se ordené el amparo de los derechos e intereses colectivos 
de que tratan los literales a), d), e), y m) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998 
relacionados con la ‘defensa del patrimonio público el goce del espacio 
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público y la utilización y defensa de los bienes de uso público a la 
realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando 
prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes” en razón 
a su ostensible vulneración por las omisiones en que incurrió la demandada 
INVERSIONES ALIANZA FIDUCIARIA S.A. y NEGOCIACIÓN BUENAVISTA 
S.A. y en perjuicio de la comunidad destinataria del mismo.  
 
SEGUNDA: En consecuencia que se le ordene a las demandadas a restituir 
las zonas de acuerdo con los planos urbanísticos CU2-F 394/4-11; CU2-
F394/4-12; CU2-F 394/4-13; CU2-F 394/4-14, y diseños oficiales de manera 
integral, adelantando en forma inmediata la demolición y retiro de todas las 
construcciones y mobiliario ajeno al espacio público, dentro del plazo 
perentorio en cumplimiento del fallo que su Despacho emita que para el 
efecto adelante la escrituración al DADEP de las áreas de cesión obligatorias 
y gratuitas del desarrollo Urbanístico Residencial denominado La Estancia 
primera etapa de la Localidad de Fontibón, previa solicitud del recibo […]”  la 
cual deberá ajustarse a lo establecido en el artículo 7º de la Resolución N° 
CUP-8-047 de diciembre 20 de 1996.  
 
“TERCERO: Que se fije y ordene a las demandadas el pago de perjuicios 
causados por el daño a los derechos e intereses colectivos, teniendo en 
cuenta los criterios de equidad y proporcionalidad.  
 
CUARTO: Que se ordene a las demandadas el pago del incentivo de 
conformidad al artículo 39 de la Ley 472 de 1998.  
 
QUINTA: Que se condene a la demandada responsable de la vulneración 
del derecho colectivo materia de esta acción, el pago de las costas del 
proceso”.  
 

3. Sirvieron como edificación fáctica de las pretensiones, los hechos que a 

continuación se compendian: 

 

3.1. La entidad accionante pudo establecer que no se ha adelantado la 

entrega y escrituración a favor del DADEP de las áreas de cesión obligatorias 

y gratuitas del Desarrollo Urbanístico Residencial denominado “Conjunto 

Residencial Estancia Etapa I” de la Localidad de Fontibón, a cargo del titular, 

constructor y/o urbanizador responsable Alianza Fiduciaria S.A. y 

Negociación Buena Vista S.A., a pesar de que se efectuaron varios 

requerimientos.  

 

3.2. En el mes de febrero del 2009, se adelantó visita técnica por parte del 

coordinador del grupo de recepción de predios del DADEP, con el fin de 

verificar las condiciones actuales de las obras urbanísticas en cada una de 

las zonas de cesión, identificadas en los planos urbanísticos CU 2-F 394/4-

11; CU2F 394/4-12; CU2F 394/4-13 y CU2F 394/4-14, con lo que se acredita 
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el incumplimiento en las obligaciones a cargo del urbanizador señaladas en 

la Resolución CUP-8-047 del 20 de diciembre de 1996, esto es:  

 

3.2.1. Vía vehicular V-4A [Calle 14 B de acuerdo con la nomenclatura 

plan Catastro] en los segmentos de perfil correspondientes a la Etapa I de 

la construcción, entre la carrera 114B y 116 y carrera 119 y 123, se 

encuentran sin construir, no tienen ningún tipo de rodadura ni acabado, 

asimismo, el segundo tramo no tiene el andén.  

 

3.2.2. Vía Vehicular V-5 [Calle 15 según nomenclatura plan Catastro] no 

existe señalización vial, las obras sobre el costado occidental no se han 

realizado.  

 

3.2.3. Vía Vehicular V-5 [Calle 116 según nomenclatura plan Catastro] 

las obras sobre la vía vehicular no se han realizado, no tiene ningún tipo de 

rodadura ni acabado, el andén sobre el costado occidental de la vía se 

encuentra intervenido parcialmente, no hay alumbrado público ni 

señalización alguna.  

 

3.2.4. Vía vehicular V-5 [Carrera 119 snpc] No existe señalización vial y las 

obras sobre el andén del costado occidental no se han realizado. 

 

3.2.5. Camino Salazar V-4 [Carrera 123 snpc] El tramo correspondiente 

entre la Calle 15 y el lindero sur de la etapa [Calle 14B] no se ha construido, 

no tiene ningún tipo de rodadura ni acabado. No se ha realizado intervención 

alguna sobre el andén correspondiente a la urbanización.  

 

3.2.6. Zona verde 4 Las obras no se han realizado, la zona se encuentra 

cercada y con invasión de dos edificaciones de un piso, la arborización y 

dotación propuesta en los planos, no existe en terreno.  

 

3.2.7. Zona verde 5 No hay ningún tipo de intervención, la arborización y 

dotación propuesta en el plano urbanístico no existe en el terreno.  

 

3.2.8. Zona verde 6 Se encontró camino de adoquín en estado regular, sin 
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bordillo ni canaleta, no existe arborización, conforme a la propuesta en el 

plano urbanístico de la etapa.  

 

3.2.9. Zona verde 7 Existe una pequeña dotación de juegos en mal estado, 

no hay concordancia entre las obras planteadas en el plano urbanístico y lo 

encontrado, no existe arborización, mobiliario o iluminación pública. Se 

encontró una edificación de dos pisos que se encuentra ubicada en la zona 

verde 4 y en la franja de la zona de manejo ambiental 4.  

 

III. TRÁMITE DE LA ACCIÓN 

 

1. Atribuido el conocimiento del asunto a este Juzgado, mediante auto del 16 

de septiembre de 2009 se admitió la acción, cuyo proveído fue puesto en 

conocimiento, además, del Ministerio Público y de la Alcaldía Local de 

Fontibón. 

 

2. La accionada Negociación Buena Vista S.A., se notificó  a través de curador 

ad litem el 6 de mayo de 2011, quien dentro del término legal concedido 

contestó la demanda, sin proponer excepciones de mérito diferentes a la que 

tituló como “innominada”.  

 

A su turno, Alianza Fiduciaria S.A., una vez notificada del auto admisorio de la 

demanda, por conducto de apoderado judicial contestó la demanda y se opuso 

a la prosperidad de la acción, para lo cual propuso las excepciones que 

denominó: “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “caducidad”, 

“prohibición legal para que un fiduciario responda con recursos propios por las 

obligaciones a cargo de los fideicomisos que administra y/o de los 

fideicomitentes  respectivos” y “desconocimiento de la calidad de fiduciario de 

la sociedad alianza fiduciaria S.A.” 

 

Las anteriores excepciones se sustentaron, en síntesis, en que, (i) la sociedad 

fiduciaria no se dedica a labores de urbanización, construcción y enajenación 

de bienes inmuebles; (ii) le está prohibido, expresamente, responder con 

recursos propios sobre temas generados por los fideicomisos que administra en 

ejercicio de su actividad financiera y; (iii) su intervención en el proyecto fue en 
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desarrollo de un contrato de fiducia mercantil, en la que se le transfirió un bien 

inmueble sobre el que posteriormente se desarrolló el proyecto denominado 

“Conjunto Residencial Estancia”, por lo que, eventualmente, el llamado a 

responder sería el patrimonio autónomo que surgió del contrato de fiducia, 

razón por la cual el único modo correcto para demandar a Alianza Fiduciaria 

S.A., sería en calidad de Vocera y Administradora del Fideicomiso La Estancia 

Camino de Salazar. 

 

Con base en lo anotado, señaló que la Fiduciaria no es ni jurídica ni 

contractualmente la llamada a responder por los supuestos incumplimientos, 

como sí lo es el constructor o urbanizador. 

  

3. Tomando en consideración lo mmanifestado por Alianza Fiduciaria S.A. al 

contestar la demanda, el 1º de febrero de 2012 se dispuso integrar por pasiva 

litisconsorcio necesario con la sociedad Canaan Colombia S.A.S., como 

gerente del proyecto urbanístico, la cual, previó emplazamiento, se notificó a 

través de curador ad litem, el 26 de mayo de 2016, quien dentro del término 

legal contestó la demanda sin formular medios defensivos.   

 

4. El 18 de julio de 2016, se convocó a la audiencia de pacto de cumplimiento 

de que trata el artículo 27 de la Ley 472 de 1998, en cuyo desarrollo se dispuso 

la vinculación del Instituto de Desarrollo Urbano –IDU- y el Instituto Distrital de 

Recreación y Deporte IDRD, a solicitud del DADEP, por existir obligaciones 

urbanísticas cuya competencia radica en dichas entidades conforme a la 

Resolución N° 03-2-0114 de 2003. 

 

5. El 7 de septiembre subsiguiente, el IDRD se notificó por conducto de 

apoderado judicial, pero permaneció silente dentro del término legal 

concedido.  

 

6. El 3 de noviembre del mismo año, se tuvo por notificado por conducta 

concluyente al IDU, el cual, a través de apoderado judicial contestó la 

demanda y se opuso a las pretensiones de la demanda; asimismo, indicó 

que, (i) el IDU actúa como coadyuvante del DADEP frente a los 

particulares, quienes son los que tienen la obligación de realizar los 
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trámites ante las autoridades distritales; (ii) no se ha surtido el 

procedimiento ante la mencionada entidad para la entrega de las obras, 

por lo que no se expidió la constancia de recibido de las vías; (iii) 

inexistencia de vulneración de derechos colectivos por parte del IDU y; 

(iv) la entidad está cumpliendo a cabalidad con las funciones que le han 

sido asignadas, por lo que no ha vulnerado, por acción u omisión, ninguno 

de los derechos colectivos invocados en la demanda.   

 

7. El 25 de enero del 2017 se llevó a cabo la audiencia de pacto de 

cumplimiento, la cual se declaró fallida.  

 

8. Mediante providencia del 7 de febrero de 2017, se decretaron las 

pruebas legal y oportunamente solicitadas por las partes, esto es, las 

documentales allegadas por los intervinientes, la recepción de los 

testimonios del Subdirector de Registro Inmobiliario Carlos Andrés Tarquino 

Buitrago; así como el informe técnico de la Dirección Técnica de 

Administración de Infraestructura del Instituto de Desarrollo Urbano IDU 

 

9. Luego de corrido el respectivo traslado para alegatos de conclusión, el cual 

fue aprovechado por el apoderado judicial del Instituto de Desarrollo Urbano 

–IDU- y Alianza Fiduciaria S.A. se profirió sentencia el 2 de junio de 2017, en 

cuya virtud se declaró que la vinculada Cannan de Colombia S.A.S., vulneró 

los derechos colectivos invocados por la falta de ejecución y entrega de las 

áreas de cesión gratuitas y obligatorias correspondientes al proyecto 

urbanístico La Estancia Etapa I, y se efectuaron los ordenamientos de rigor. 

 

10. Contra el fallo en mención se interpuso recurso de apelación por parte 

del DADEP, el cual se concedió ante la Sala Civil del Tribunal Superior de 

este Distrito Judicial, donde, el 8 de septiembre del mismo año, se decretó la 

nulidad de la sentencia y se ordenó velar por la correcta vinculación del 

patrimonio autónomo Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, al cual 

debía concederse el término legal respectivo para que ejerciera su derecho 

de defensa y contradicción.  

 

11. En auto del 9 de octubre de esa anualidad, en cumplimiento de los 
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mandatos emitidos por el Superior, se ordenó la citación del patrimonio 

autónomo, el cual tiene como vocera a la compañía Alianza Fiduciaria S.A. 

 

12. El 17 de abril de 2018 se notificó al patrimonio a través de su vocera, la 

cual, dentro del término legal contestó el libelo incoativo, se opuso a las 

pretensiones y planteó las excepciones de mérito que tituló: (i) “invulneración 

de derecho o interés colectivo, por parte del patrimonio autónomo 

Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar”; (ii) “asunción contractual y 

voluntaria de la sociedad Canales Andrade y Cía S. en C., de obligaciones, 

responsabilidades y cargas derivadas a su cuenta y riesgo, del desarrollo, 

construcción y ejecución del proyecto urbanístico conforme lo establecido y 

estipulado en el contrato de fiducia irrevocable constituido en la escritura 

pública Nro. 3024 del 26 de octubre del 2000, otorgada en la notaría 52 de 

Bogotá, autonomía de la voluntad contractual y pacta sunt servanda”, (iii) 

“hecho de un tercero, de Canales Andrade y Cía. S. en C., quien se obligó y 

asumió responsabilidad para efectos de lo pretendido en virtud del contrato 

de fiducia irrevocable por el desarrollo, construcción y riesgos del proyecto 

urbanístico de su cuenta y exclusiva responsabilidad”; y (iv) “improcedencia 

de (i) pago de perjuicios indebidamente pretendidos por la accionante en la 

pretensión tercera y (ii) improcedencia del incentivo económico peticionado 

por el actor popular en la pretensión cuarta”.  

 

13. Posteriormente, en providencia del 8 de noviembre de 2018, se declaró 

la nulidad de lo actuado a partir del auto de 16 de diciembre de 2015, 

únicamente respecto de la sociedad Canales Andrade y Cía. S.A.S. En virtud 

de dicha decisión, se tuvo por notificada por conducta concluyente y se 

otorgó el término de ley para que presentara sus defensas. 

 

14.  En escrito radicado el 23 de enero de 2019, Canales Andrade y Cía. 

S.A.S., contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones y, tras efectuar 

lo que denominó “aclaraciones previas sobre el desarrollo urbanístico de la 

urbanización La Estancia Camino de Salazar”, propuso los medios 

exceptivos que denominó: “Canales Andrade y Cía. S.A.S, nunca ostentó la 

calidad de urbanizadora responsable del proyecto urbanístico La Estancia” y 

“en el contrato de fiducia mercantil suscrito entre las sociedades Negociación 
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Buena Vista S.A., Canales Andrade y Cía. S. en C. y Alianza Fiduciaria S.A., 

en ninguna parte se le otorgó responsabilidad a Canales Andrade de 

urbanizar el predio La Estancia ni entregar la zonas de cesión de la referida 

urbanización”. 

 

15. Integrado en debida forma el contradictorio, el 16 de octubre de 2019 se 

llevó a cabo la audiencia de pacto de cumplimiento de que trata el artículo 27 

de la Ley 472 de 1998, la cual se declaró fallida por la incomparecencia de 

todas las partes. 

 

16. El 15 de noviembre de 2019 se decretaron las pruebas solicitadas, y de 

oficio se decretó la actualización del informe técnico elaborado por el Instituto 

de Desarrollo Urbano, en el cual se indicó, en general, que no se verificó la 

ejecución de obras tendientes al cumplimiento del 100% de las áreas de 

cesión gratuita al Distrito Capital, sólo se evidenció la ejecución de una 

estructura en concreto sobre el espacio público peatonal y rampa vehicular, 

la cual no cumple con la cartilla de andenes.  

 

Mediante proveído del 12 de febrero de la presente anualidad, se puso en 

conocimiento de las partes el referido informe sin que mediara ningún 

pronunciamiento sobre el particular.  

 

17. Precluida la etapa probatoria, el 28 de febrero pasado se otorgó el término 

de cinco (5) días a los extremos de la litis para efectos de que rindieran sus 

alegatos de conclusión, conforme a lo estipulado en el artículo 33 de la Ley 

472 de 1998. 

 

Durante el aludido plazo, el Departamento Administrativo de la Defensoría 

del Espacio Público, Alianza Fiduciaria en su calidad de vocera del 

patrimonio autónomo Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar y Canales 

Andrade y Cía. S.A.S., presentaron sus alegatos de conclusión.  

 

17.1. El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, 

en su calidad de accioanante, adujo, en compendio que (i) no existe 

información relacionada con la entrega y escrituración a favor del DADEP de 
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las áreas de cesión obligatorias y gratuitas del desarrollo urbanístico 

residencial denominado Conjunto Residencial Estancia Etapa I; (ii) se 

requirió al urbanizador responsable para que procediera a entregar la zonas 

de cesión obligatoria; (iii) los accionados no han dado cumplimiento a sus 

obligaciones como urbanizadores; y (iv) el proceder de la accionante se 

justifica dentro de un proceso que busca la legalización de unas zonas de 

cesión obligatoria, porciones de terreno que la ley ha establecido prioritarios 

para el desarrollo de los derecho colectivos de los habitantes de la ciudad.  

 

17.2. Alianza Fiduciaria S.A., por su parte, alegó en su defensa de manera 

directa, que no tiene obligación alguna como urbanizador responsable, dado 

que la única relación que existe entre las demás accionadas y ésta, es el 

contrato de fiducia mercantil constitutivo del Fideicomiso Estancia Camino de 

Salazar, cuya vocera es Alianza Fiduciaria y, por lo tanto, es menester 

diferenciar las actuaciones y la responsabilidad de la sociedad fiduciaria con 

las actuaciones y responsabilidades de sus distintos patrimonio autónomos. 

 

17.3. El Fideicomiso Estancia Caminos de Salazar, quien actúa a través de 

la precitada persona jurídica, señaló que de conformidad con lo estipulado 

en la escritura pública No. 3024 del 26 de octubre de 2000, otorgada en la 

Notaría 52 de esta ciudad, es la sociedad Canaan de Colombia S. en C., la 

encargada de adelantar y llevar a cabo por su cuenta y riesgo el proyecto 

inmobiliario sobre el predio propiedad de patrimonio autónomo, así como la 

construcción y el proceso de venta de las unidades resultantes del mismo, 

en cuyo caso, Alianza Fiduciaria  actúo bajo su calidad de entidad dedicada 

a la prestación de servicios financieros, sin que en ningún momento y bajo 

ninguna circunstancia se dedique a la construcción o urbanización de 

terrenos. 

 

17.4. Canales Andrade y Cía. S.A.S., tras definir el concepto de 

urbanizadores, sus obligaciones, y la diferencia entre urbanizador y 

constructor responsables, hizo un recuento sobre los actos administrativos 

proferidos en virtud de la licencia de urbanismos para el predio La Estancia 

Camino de Salazar, y resaltó que en la Resolución Nº RES 05-2-0247 del 3 

de agosto de 2005, se corrigió el error contenido en la Resolución Nº RES 
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03-2-0114 de 2003, al establecerse como únicos responsables de los 

compromisos y obligaciones generadas por la urbanización de la Etapa 1 de 

la urbanización La Estancia, al Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar 

[cuya vocera es Alianza Fiduciaria] y la sociedad Negociacón Buena Vista S.A., y 

precisó que en la escritura pública a través de la que se constituyó el 

fideicomiso, se estableció como única responsabilidad de Canales Andrade 

la construcción y el proceso de venta de las unidades resultantes del proyecto 

inmobiliario.  

IV. CONSIDERACIONES  

 

1. Los presupuestos procesales. 

 

Revisada la actuación, no se observa impedimento alguno para proferir 

sentencia de mérito, pues, la demanda reúne los requisitos legales, el trámite 

se ha cumplido con sujeción al rito establecido en la Ley 472 de 1998, ante 

juez competente, y están dadas la capacidad para ser parte y para 

comparecer al proceso por los extremos del litigio. Además, de oficio se 

integró el contradictorio por pasiva y no se avizora ninguna irregularidad o 

nulidad que haga necesario retrotraer lo actuado.  

 

2.  La acción popular.  

 

2.1. La acción popular, consagrada de tiempo atrás en el artículo 1005 del 

Código Civil, así como en el artículo 88 de la Constitución Política y 

reglamentada por la Ley 472 de 1998, tiene por objeto la protección de los 

derechos e intereses colectivos, cuando éstos resulten amenazados o 

vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los 

particulares. 

 

La citada ley, en desarrollo del artículo 88 de la Constitución Política, 

establece en sus artículos 2º, 4º y 9º que las acciones populares son los 

medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos, 

y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 

amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, 

o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.  
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En el artículo 4º, se enlistan los derechos e intereses colectivos, 

ampliándolos a aquellos que sean definidos en la propia Constitución, las 

leyes ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por 

Colombia. Dentro del catálogo de derechos e intereses colectivos, se 

encuentran los literales a), d), e) y m), esto es, el goce de un ambiente sano, 

del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, 

del patrimonio público y la realización de las construcciones, edificaciones y 

desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera 

ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los 

habitantes. 

 

Una de las características esenciales de las acciones populares es su 

naturaleza preventiva o restauradora, que significa que no puede ser 

requisito para su ejercicio, el que exista un daño o perjuicio de los 

derechos reclamados, para que proceda, pues, para este fin basta que 

apenas exista la amenaza o riesgo de que se produzca para encontrar de 

ese modo virtualidad, precisamente en razón a los fines públicos que las 

inspiran. Además, el artículo 9° advierte que “las acciones populares 

proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los 

particulares que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses 

colectivos”. 

  

2.2. El artículo 7° de la Ley 9º de 1989 prevé que “[L]os municipios y la 

Intendencia Especial de San Andrés y Providencia podrán crear de acuerdo 

con su organización legal, entidades que serán responsables de administrar, 

desarrollar, mantener y apoyar financieramente el espacio público, el 

patrimonio inmobiliario y las áreas de cesión obligatoria para vías, zonas 

verdes y servicios comunales”.  

 

En virtud de lo anterior, el Distrito Capital expidió el Decreto 161 de 1999, “Por 

el cual se establece un procedimiento para la titulación de las zonas de cesión 

obligatorias y gratuitas y se dictan otras disposiciones”, mediante el cual, en 

el artículo 1° [mod. art. 2° del Decreto 502 de 2003], prevé que “[e]n la 

escritura pública de constitución de la urbanización se incluirá una cláusula 
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en la cual se expresará que este acto implica cesión gratuita de las áreas 

públicas objeto de cesión obligatoria al Distrito Capital”. 

 

La norma en cita preceptúa, de igual forma, que “[L]a ejecución y entrega de 

las obras y las dotaciones a cargo del urbanizador, sobre las zonas de cesión 

obligatorias, deberán ser garantizadas por éste mediante una póliza cuyo 

valor se determinará de acuerdo al procedimiento que adelante se establece”, 

la cual, “deberá amparar además la entrega de los parques con su dotación y 

equipamiento antes de la entrega material de las unidades de vivienda a los 

residentes”; además, que para la entrega de las obras en las zonas de cesión 

y dentro del término de vigencia de la garantía constituida, el urbanizador, 

junto con la solicitud de recibo a la Procuraduría de Bienes del Distrito Capital 

[actualmente IDU], deberá, entre otros, presentar una póliza que garantice la 

estabilidad de las obras realizadas en las zonas de cesión por cinco (5) años1. 

 

3. Análisis del caso concreto   

 

3.1. Tal como se consignó en el acápite de los antecedentes, la acción popular 

que nos convoca se instauró para obtener la protección de los derechos 

colectivos inicialmente referidos y, por tanto, se ordene a la parte accionada  

la entrega de zonas de cesión obligatoria gratuita del Conjunto Residencial 

Estancia  Etapa I, con observancia de las normas urbanísticas vigentes, 

ajustándose a lo establecido en el artículo 7º de la Resolución N° CUP-047 

del 20 de diciembre de 1996; petición que, sin lugar a dudas, se enmarca 

dentro de los mecanismos de protección consagrados en la Ley 472 de 1998. 

 

En efecto, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 

Público –DADEP-, promotor del amparo, denunció en su escrito introductorio 

que el Conjunto Residencial Estancia Etapa I no entregó ni escrituró a favor 

del DADEP las áreas de cesión obligatoria y gratuita y, en tal virtud, accionó 

contra la sociedad Negociación Buenavista S.A. y Alianza Fiduciaria S.A. en 

su calidad de vocera del Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar. Sin 

embargo, teniendo en cuenta lo expuesto en su momento por la Fiduciaria y 

lo expuesto en los hechos narrados por las demandadas, se vinculó a la 

                                                      
1 Art. 8°, num. 2, ibídem). 
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sociedad Canan Colombia SAS -Canales Andrade y Cía. S.A.S.  

 

Pretende la accionante, de un lado, se declare la existencia de la afectación 

de los derechos colectivos invocados y, de otro, se ordene a las demandadas 

restituir las zonas de acuerdo con los planos urbanísticos CU2-F 394/4-11; 

CU2-F394/4-12; CU2-F 394/4-13; CU2-F 394/4-14 y diseños oficiales de 

manera integral, demoliendo y retirando de todas las construcciones y 

mobiliario ajeno al espacio público, y adelante la escrituración al DADEP de 

las mismas.  

 

3.2. Para efecto de establecer la procedencia de la precitada acción, se hace 

necesario en el sub examine determinar: (i) la existencia de la obligación de 

cesión de las zonas que se peticiona; (ii) en cabeza de qué persona natural 

o jurídica o entidad recae tal obligación; (iii) si a la fecha la obligación se 

cumplió o no; y (iv) en caso negativo, efectuar los ordenamientos a que haya 

lugar.  

 

3.2.1. De entrada resulta pertinente memorar que toda resolución judicial 

debe edificarse sobre bases probatorias, conforme a los artículos 177 del 

Código de Procedimiento Civil, 167 del Código General del Proceso y 1757 

del Código Civil, en los cuales se previene que es deber de las partes probar 

el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen y, en consecuencia, quien afirma la existencia de las 

obligaciones o de un determinado derecho que reclama, o quien las niega o 

alega su extinción o contradice el derecho, deben demostrarlo a través de 

los distintos medios probatorios autorizados por la ley. 

 

En consonancia con lo anterior, el artículo 164 del estatuto adjetivo civil, 

preceptúa que toda decisión judicial debe basarse en las pruebas regular y 

oportunamente allegadas y, a su vez, el artículo 30 de la Ley 472 de 1998 

establece que la carga de la prueba corresponde al actor popular. 

 

En función de lo anterior, en caso sub judice, para el buen suceso de la 

reclamación que ahora suplica el Departamento Administrativo de la 

Defensoría del Espacio Público, se requiere como presupuesto ventral que 
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se haya acreditado con pruebas idóneas que realmente existió o existe la 

afectación a los derechos de la colectividad frente a las acciones u omisiones 

endilgadas a las accionadas. 

 

3.2.2. Con relevancia para resolver el asunto, se encuentra acreditado en el 

plenario lo siguiente: 

  

3.2.2.1. Mediante Resolución CUP-8-047 del 20 de diciembre de 1996, se 

concedió la licencia de urbanismo para el predio “La Estancia” a 

Fiducomercio S.A., Fiduciaria Alianza S.A., Negociación Buenavista Ltda e 

Inversiones Agropecuarias La Estancia Ltda, por el término de 24 meses, en 

la cual se establecieron de manera expresa las áreas de cesión2. 

 

3.2.2.2. Por medio de la Resolución CU2-0307 del 27 de noviembre de 1997, 

se aprobó el plano de reloteo de las manzanas E y F.3 

 

3.2.2.3. A través de la Resolución CU2-99-149 del 13 de diciembre de 1999, 

se aprobó la modificación del proyecto urbanístico de la urbanización La 

Estancia y su división por etapas, en la que se determinó para la etapa I, 

138.998,89 M24. 

 

3.2.2.4. Mediante Resolución CU2-2002-010 del 22 de enero de 2002, se 

concedió la prórroga al término de vigencia de la licencia de urbanismo 

expedida mediante Resolución CU2-2000-011 el 19 de enero de 2000, por 

doce (12) meses más5. 

 

3.2.2.5. Por Resolución CU2-2002-018 del 24 de enero de 2002, se concedió 

una nueva prórroga al término de vigencia de la licencia de urbanismo CU”-

2000b-011 del 19 de enero de 2000, para la etapa, por doce (12) meses 

más6. 

 

3.2.2.6. A través de la Resolución RES 03-2-0114 del 20 de mayo de 2003, 

                                                      
2 Cfr. folio 49 Cd 1.  
3 Cfr. folio 30 Cd. 1. 
4 Cfr. folio 38 Cd 1.  
5 Cfr. folio 28 Cd 1.  
6 Cfr. folio 25 Cd 1.  
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se aprobó la modificación parcial de la etapa I de la Urbanización La Estancia, 

donde, entre otros, se estableció como urbanizadores responsables a 

Alianza Fiduciaria S.A. como vocera y representante del Fideicomiso La 

Estancia Camino de Salazar, Negociación Buenavista S.A. y Canales 

Andrade S. en C.7. 

 

3.2.2.7. En el informe técnico del 20 de abril de 2009, el DADEP se refirió a 

la entonces situación de la urbanización La Estancia, etapas I y III, en el que 

se especifican las obras encontradas, las no iniciadas, así como 

construcciones que invaden dichos espacios8, señalándose las obligaciones 

por cumplir, que corresponden a las ordenadas en el artículo 7º de la 

Resolución CUP-8-047 del 20 de diciembre de 1996, esto es:  

 

“La obligación de adecuar, dotar y equipar los demás espacios públicos, así 
como los bienes de servicio comunal, previstos en el plano del proyecto 
urbanístico con sujeción a las normas específicas establecidas en la presente 
licencia y demás normas vigentes sobre la materia.  
 
3. La obligación de construir las vías locales de uso público con sujeción a las 
especificaciones técnicas que señale la Secretaría de Obras Públicas del 
Distrito Capital (hoy IDU).  
 
4. Una vez construidas las vías, la obligación de entregarlas real y 
materialmente al Distrito Capital de Bogotá así como las demás zonas de 
cesión (…) 
 
5. Constituir la Póliza de Garantía de estabilidad de las obras. El valor 
asegurado será en cincuenta por ciento (50%) del total de los presupuestos 
que las empresas de Servicios Públicos y la Secretaría de Obras Públicas 
determinen aprobar los proyectos de redes y expedir el respectivo diseño de 
vías. Esta póliza se dará en custodia a la Contraloría Distrital y la Secretaría 
de Obras Públicas será la encargada de hacerla efectiva en los casos en que 
haya lugar”. 

   

3.2.2.8. El 26 de octubre de 2000, Negociación Buenavista S.A. como 

fideicomitente y beneficiario, constituye el fideicomiso “La Estancia Camino 

de Salazar”, en virtud del cual, Alianza Fiduciaria S.A. permite a la sociedad 

Canaan de Colombia S. en C.9 que, por su cuenta y riesgo, adelante en el 

predio del fideicomiso un proyecto inmobiliario con el fin de que el fideicomiso 

transfiera el derecho real de dominio sobre las unidades resultantes del 

                                                      
7 Cfr. folio 15 Cd 1.  
8 Cfr. folios 72 a 92 cd. 1.  
9 Cfr. 170. 
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proyecto; acuerdo que se protocolizó a través de la escritura pública N° 3024 

del 26 de octubre de 2000 en la Notaría 52 del Círculo de Santafé de Bogotá. 

 

En dicho acuerdo quedó estipulado [entre otros], de una parte, que Canaan 

de Colombia S. en C. [hoy Canales Andrade y Cía. S.A.S.] hizo expresa su 

intención de desarrollar el proyecto “por su cuenta y riesgo y bajo su entera 

responsabilidad”10 y, de otra, que Alianza Fiduciaria S.A. “no responde por la 

ejecución del proyecto, estabilidad y calidad del mismo, plazos de entrega, 

precio, y demás obligaciones relacionadas con el proyecto, así como 

tampoco contrae responsabilidad de ninguna naturaleza relacionada con 

todos y cada uno de los documentos técnicos y legales requeridos para 

adelantar el proyecto”11.   

 

3.2.2.9. A través del informe técnico sobre la etapa 1 de la urbanización La 

Estancia del 28 de septiembre de 2016, el DADEP identificó el estado actual 

de las zonas de cesión, se relacionaron las obras encontradas, las no 

iniciadas, así como construcciones que invaden dichos espacios12, 

especificándose las obligaciones por cumplir, que son las señaladas en el 

artículo 7º de la Resolución CUP-8-047 del 20 de diciembre de 1996, y 

corresponden a las siguientes:  

 

- En vías vehiculares: (i) V-4 A [Calle 14B] a partir de la zona verde N° 4 y 

hasta la zona verde N° 6, se encuentra sin construir, la calzada no tiene 

ningún tipo de rodadura, ni acabado, a la fecha, no ha sido intervenida, no se 

construyó andén, y (ii) Vía vehicular E. V-5 [carrera 116], no se han llevado 

a cabo las obras y no ha sido intervenida, la calzada no tiene ningún tipo de 

rodadura ni acabado. El andén en la zona sur-oriental se encuentra ejecutado 

parcialmente en algunos segmentos del tramo vial.  

 

- En zonas verdes: (i) en la N° 4, las obras no se han realizado, se encuentra 

zona empradizada sin ningún tipo de dotación, otra zona se encuentra 

cerrada en reja metálica y otra cerrada por polisombra y alambre de púas, 

                                                      
10 Cfr. fl. 175. 
11 Cfr. folio 189 cd. 1. 
12 Cfr. folios 72 a 92 cd. 1.  
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además de una invasión por una edificación de un piso; (ii) en la N° 5, las 

obras no se han realizado, no hay intervención, con zona empradizada sin 

ningún tipo de dotación; (iii) en la N° 6, en terreno se encuentra una zona 

empradizada con un sendero en adoquín. No cuenta con arborización; (iv) 

en al N° 7, cuenta con tres partes, la primera ejecutada con zona blanda y 

dura; la segunda se encuentra cerrada con lamina de zinc y; en la tercera no 

se ha realizado ningún tipo de intervención.  

 

- Ronda Técnica cercada sin ningún tipo de intervención.  

 

3.2.2.10. Informe técnico presentado por el IDU el 28 de febrero del 201713, 

en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 7.1 del auto del 7 de febrero 

de 2017, en el que se indicó que (i) no se encontró documentación 

relacionada con la gestión para entregar las vías al IDU, por parte del titular 

de la licencia y/o constructor responsable; (ii) las obras y actos que se 

requieren conforme al instructivo IN-CI-01 para las vías locales sin construir, 

y para las ya construidas, lo que se requiere para su validación; (iii) en la 

visita no evidenció construcciones que impidan ejecutar las obras sobre el 

área de cesión y; (iv) el urbanizador es el único responsable de los 

cronogramas de inversión y ejecución de las obras, por lo que no puede 

indicar cuánto es el tiempo que se requiere para ejecutarlas.  

 

Se adosaron, asimismo, registros fotográficos que dan cuenta del mal estado 

de parte de las áreas de cesión, lo que llevó al IDU a concluir que “no es 

posible expedir la constancia de entrega y recibo de las áreas de cesión 

gratuita en vía local […]”14 Dentro del término de traslado de dicho informe, 

el DADEP señaló los requisitos de entrega y escrituración de las obras15.  

 

3.2.2.11. El 15 de noviembre de 2019, se solicitó al Instituto de Desarrollo 

Urbano que rindiera un informe técnico actualizado sobre (i) el estado actual 

de las zonas de cesión gratuita del Desarrollo Urbanístico Residencial 

“Estancia Etapa I”; (ii) si, sobre las mismas [zonas de cesión] existen 

invasiones o construcciones de terceros, (iii) si se han ejecutado obras 

                                                      
13 Cfr. folio 325 a 330  
14 Cfr. fl. 329.  
15 Cfr. folios 331 y 332. 
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adicionales encaminadas a la realización y entrega de las zonas de cesión a 

que alude el libelo introductor, con posterioridad al último informe rendido; 

(iii) las obras y actos que se requieren actualmente para cumplir a cabalidad 

con la entrega de las zonas de cesión obligatorias y gratuitas a que se ha 

hecho mención y, (iv) la existencia de construcciones en el área de cesión 

gratuita que no correspondan a las que se determinaron en la Resolución N° 

CUP-08-047 del 20 de diciembre de 1996. 

 

Mediante el oficio Nº 20203750030363, radicado el 4 de febrero de 2020, el 

mencionado Instituto manifestó lo siguiente: 

 
“(…) se adjunta informe técnico de conformidad con la visita realizada el 23 
de enero de 2020. (…) De acuerdo con la visita técnica realizada, y tal como 
se observa en las figuras 1 y 2, se evidencia la existencia de dos (2) 
estructuras, al parecer permanentes, que ocupan parte de las áreas de 
cesión gratuita al Distrito en vía local (…).  
 
Desde el último informe realizado el día 5 de mayo de 2019, y al día de hoy, 
no se evidencia la ejecución de obras tendientes al cumplimiento del 100% 
de las áreas de cesión gratuita al Distrito del proyecto. Solamente se 
evidenció la ejecución de una estructura en concreto sobre el espacio público 
peatonal y rampa vehicular, la cual no cumple con cartilla de andenes, y al 
parecer, sin ningún tipo de licencia urbanística (no se evidenció autorización 
alguna por parte de curaduría urbana para las mencionadas obras) (…) 
 
Teniendo en cuenta que las obras no se ejecutaron en su totalidad, el 
urbanizador responsable deberá solicitar una licencia de saneamiento, esto 
con el fin de obtener la autorización por parte de una Curaduría Urbana, para 
terminar las obras de urbanismo. Como condición, las obras que no fueron 
ejecutadas no pueden superar el 20% del total de las áreas de cesión. Una 
vez se obtenga la licencia indicada anteriormente, y con el fin de que el 
urbanizador responsable logre la constancia de cumplimiento de 
especificaciones técnicas de vías locales e intermedias, alamedas, 
plazoletas y plazas suscrita por el IDU, deberá realizar la validación técnica 
de todas las obras ejecutadas. Así mismo deberá presentar los estudios y 
diseños para construir las áreas faltantes, con el fin de obtener aceptación 
de los mismos.  
 
Lo anterior, de acuerdo con el Manual “MG-GI-01 Manual Intervención de 
Urbanizadores y/o Terceros V.5”, y el “Documento Técnico de Intervención 
de Infraestructura Vial y Espacio Público GU-GI-02 V.1”, los cuales son los 
documentos que determinan los parámetros técnicos, legales y 
reglamentarios bajo los cuales se certifica el cumplimiento de la normativa y 
de las especificaciones técnicas vigentes de las obras ejecutadas por el 
urbanizador responsable (…)  
 
La visita se realizó con los últimos planos vigentes que tiene el desarrollo 
urbanístico La Estancia, los cuales son CU2-F394/4-12, CU2-F394/4-13 y 
CU2-F394/4-14. Dichos planos fueron aprobados mediante Resolución No. 
RES 07-4-0199 del 15 de febrero de 2007, y aportados a este Instituto por el 
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Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – 
DADEP. Ahora bien, aclarado lo anterior, en la esquina nororiental de la 
intersección de la carrera 119 con la calle 15, se encuentra una rampa de 
acceso vehicular que da acceso a un parqueadero. Dicha rampa no está 
aprobada en los planos de urbanismo y la zona utilizada como parqueadero 
al parecer corresponde a zonas verdes.” 

 

3.2.2.12. Preclucida la etapa probatoria y fenecido el término para alegar de 

conclusión, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 

Público a través del oficio No. 20201100071141 del 15 de julio de esta 

anualidad, informó a este Despacho Judicial que mediante sentencia de 27 

de febrero de 2015, el Juzgado Cuarenta y Cuatro (44) Civil del Circuito de 

Bogotá, dentro del proceso radicado con el numeral 110013103044-2012-

00634-00, declaró que Omar Germán Leguizamón Jiménez y Javier Baquero 

Torres, adquirieron por prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, el 

lote de terreno que forma parte del predio “El Charco Bajo”, al cual le 

corresponde el folio de matrícula No. 50C-280107, el cual, según la 

demandante, es un bien de uso público producto de la Urbanización La 

Estancia Etapa I, pues, conforme a la Resolución No. 05-2-0247 de 2005 

proferida por la Curaduría Urbana No. 2 y el plano CU2-F 394/4-11, está 

destinado como zona de cesión y se identifica como zona verde No. 4.  

 

3.3. Determinación del cumplimiento de las obligaciones de los 

urbanizadores respecto a la adecuación y trasferencia de las zonas de 

cesión obligatoria y gratuita del proyecto de Urbanización La Estancia 

Etapa 1 

 

Para efectos de iniciar con la valoración de las pruebas allegadas y los 

argumentos expuestos por las partes respecto a la vulneración de los 

derechos colectivos, se resalta en este punto que ninguna de las accionadas 

presentó defensa alguna tendiente a demostrar que se ha cumplido a 

cabalidad lo reclamado por el DADEP, pues las sociedades y el patrimonio 

autónomo se centraron en determinar quién es el urbanizador responsable 

y, en ese sentido, quien debe cumplir con la adecuación y la entrega de las 

áreas de cesión gratuita.  

 

De lo consignado en los acápites y párrafos anteriores, emerge con claridad 
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que, para el momento en que se interpuso la acción popular, e incluso 

actualmente [como se prueba con los informes rendidos por el DADEP y el IDU], las 

zonas de cesión gratuita y obligatoria a las que se refiere la actora popular, 

de una parte, no fueron ejecutadas conforme los planos aprobados para 

llevar a cabo el proyecto de vivienda La Estancia Etapa I y, de otra, no han 

sido cedidas legalmente a la administración distrital a través del 

Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público; 

omisiones éstas que, se anticipa, no permiten que la comunidad en general 

goce de un espacio público y ambiente sano, afectan el patrimonio público y, 

además, ponen de manifiesto que, en la realización el proyecto urbanístico, 

no se respetaron las disposiciones jurídicas que dan prevalencia a la calidad 

de vida de los habitantes, como de suyo lo exige el artículo 4º de la Ley 492 

de 1998.  

 

En efecto, las zonas de cesión obligatoria tienen como destino servir a la 

comunidad, son de “uso público” y hacen parte de los bienes públicos en los 

términos del artículo 5º de la Ley 9ª de 1989; razón por la cual, al no dárseles 

la destinación indicada a dichas áreas, ni hacerse entrega de los bienes 

debidamente dotados para que la comunidad pueda disfrutarlos, “se 

trasgreden los intereses y derechos de la colectividad”16. Sobre el particular 

el Consejo de Estado precisó que, las mencionadas áreas son “bienes que 

se incorporan al patrimonio municipal, con ocasión de la actividad urbanística 

y que indudablemente contribuyen a la integración del espacio público”, y que 

“comportan una carga a los propietarios que se enmarca dentro de la función 

social de la propiedad y su inherente función ecológica, que requiere 

regulación legal en los términos del artículo 58 de la Constitución”17. 

 

Quedó acreditado dentro del plenario la existencia del proyecto urbanístico 

La Estancia Etapa I, las obligaciones contraídas para efectuar la cesión de 

las áreas comunes conforme los planos aprobados por la autoridad 

competente, así como las omisiones que dieron lugar a que, en su debida 

oportunidad, no hayan sido entregadas al DADEP, e incluso actualmente tal 

                                                      
16 TSB, sents. de marzo 15 de 2012, exp. 2010 00010 01, y junio 27 de 2013, exp. 2010 00527 01, M.P. Luisa 

Myriam Lizarazo Ricaurte. 
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sent. de enero 27 de 2011, exp. 

2002 02582 01 (AP), citada por la Corte Constitucional en sentencia T 575 de 2011. 



Acción Popular No. 11001310301120090046200 
 

 
 

21 

obligación no haya sido cumplida. En tal sentido, la entidad accionante 

cumplió con la carga probatoria que le era exigible al tenor de lo dispuesto 

en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, para el buen suceso de su acción.  

  

En ese orden de ideas, quedó totalmente demostrada la existencia de una 

obligación legal de adecuar y entregar varias zonas de cesión gratuita a favor 

del Distrito y el incumplimiento de este deber. Por tanto, a continuación se 

estudiará en cabeza de quién radica dicho imperativo, las excepciones 

planteadas por las partes intervinientes y quién o quiénes son los 

responsable de cumplir con la adecuación y entrega de las multicitadas 

zonas de cesión.  

 

3.3.1. Titularidad de las obligaciones y responsabilidad en la 

adecuación y entrega de las áreas o zonas de cesión gratuita a favor del 

Distrito Capital como elementos del espacio público por proyectos de 

urbanización. 

 

3.3.1.1. Áreas o zonas de cesión gratuita 

 

Las cesiones gratuitas constituyen una contraprestación de los propietarios 

de inmuebles por la plusvalía que genera las diferentes actuaciones 

urbanísticas de los municipios. Se trata de bienes que se incorporan al 

patrimonio municipal, con ocasión de la actividad urbanística y que 

indudablemente contribuyen a la integración del espacio público. Están 

destinadas a regular, con fundamento en el artículo 82 de la Constitución, la 

integración del espacio público y de los bienes colectivos de uso común. Por 

lo demás, dichas cesiones gratuitas, con ocasión de la actividad urbanística, 

comportan una carga a los propietarios que se enmarca dentro de la función 

social de la propiedad y su inherente función ecológica, que requiere 

regulación legal en los términos del artículo 58 de la Constitución.  

 
“Las cesiones obligatorias gratuitas son una contraprestación a la que se 
obligan los propietarios de terrenos al solicitar el correspondiente permiso 
para urbanizar o edificar, y al aceptar las condiciones que exigen las 
autoridades competentes, dados los beneficios que pueden obtener con tal 
actividad, las que se imponen en desarrollo de la función social urbanística 
de la propiedad, consagrada en el artículo 58 de la Carta, y en ejercicio del 
poder de intervención del Estado en el uso del suelo "con el fin de conseguir 
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el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución 
equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la 
preservación de un ambiente sano".18 

 

Respecto de dichas áreas, es importante señalar que las cesiones 

obligatorias gratuitas corresponden a una manifestación de la función social 

urbanística de la propiedad, tal como lo fundamentó la Corte Constitucional 

en Sentencia C-295 de 1993, así, éstas quedan afectadas al uso público con 

el sólo señalamiento en los proyectos urbanísticos y, por tanto, es deber de 

las autoridades municipales o distritales velar por el estricto cumplimiento de 

las normas y de las licencias de urbanismo con el fin de hacer efectiva la 

entrega de las mismas a las entidades territoriales. 

 

En materia de ordenamiento del territorio, el artículo 5° de la Ley 9 de 1989, 

modificada por la Ley 388 de 1997, definió el espacio público como el 

conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales 

de los inmuebles privados destinados por su naturaleza, por su uso o 

afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectiva y contempla 

dentro de sus elementos las áreas requeridas para la circulación, tanto 

peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública, activa o 

pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las 

edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes 

y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los 

servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos 

constitutivos del amueblamiento urbano en todas sus expresiones, para la 

preservación de las obras de interés público y de los elementos históricos, 

culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y 

preservación del paisaje y los elementos naturales del entorno de la ciudad. 

 

 Al respecto, el Consejo de Estado ha indicado para este tipo de asuntos lo 

siguiente: 

“Para la Sala, el argumento de los particulares recurrentes, quienes son los 
actuales dueños de los predios objeto de controversia, en el que afirman que 
el Acuerdo 12 de 1964 no es aplicable a los urbanizadores del barrio (…) por 
haber sido expedido con posterioridad a la protocolización del plano en el 
que se efectuó el loteo de dicha zona no es de recibo, toda vez que la 
legalización o protocolización de la cesiones obligatorias se hizo dos años 

                                                      
18 Sección Primera, Consejo de Estado. Sentencia de 27 de enero de 2011. Rad. No. 15001-23-31-
000-2002-02582-01 (AP). C.P.: María Claudia Rojas Lasso.  
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después de que había entrado en vigencia la referida norma, mediante la 
Escritura Pública núm. 627 de 1966, por lo tanto se debían modificar los 
planos de urbanización en el sentido de incluir las zonas de uso público, 
como lo ordenaba el artículo 56 ibídem. 
 
Cabe recordar que la protocolización de los planos de urbanización o loteo 
del barrio (…) se hizo en el año de 1953, pero los urbanizadores solo 
legalizaron las cesiones para vías (calles y carreras) trece (13) años después 
de elaborados dichos planos, razón por la cual era lógico que debían 
ajustarlos a la normativa técnica vigente para esa época, la cual regulaba el 
desarrollo urbano de la ciudad de Popayán, máxime si se tiene en cuenta 
que para ese momento aún no se habían vendido los predios loteados ni 
terminado el proceso de urbanización, tal y como se evidencia de la propia 
Escritura Pública núm. núm. 627 de 1966, en la que los propietarios de los 
predios se comprometieron a culminar las acometidas de acueducto y 
alcantarillado.”19 

 

Con fundamento en lo anterior, se hace necesario indicar que la licencia 

urbanística origen del proyecto La Estancia se otorgó mediante la Resolución 

No. CUP-8-047 del 20 de diciembre de 1996 y, tal como quedó estipulado en 

el acápite número cuatro de la parte considerativa de esta providencia, las 

adecuación de las áreas de cesión y su posterior entrega al Distrito aún no 

se ha materializado, por lo tanto, se anticipa, las mismas deben adecuarse y 

regirse por la normativa vigente.  

 

Adicionalmente, en el oficio No. 20203750030363 el Instituto de Desarrollo 

Urbano da una breve explicación de los lineamientos que debe seguir el 

urbanizador responsable para efectos de cumplir con la entrega de zonas de 

cesión obligatorias y gratuitas, acondicionándolo a la normatividad legal y 

técnica que rige la materia actualmente.  

 

El Decreto 1469 de 2010 [el cual derogó el Decreto 564 de 2006 y que se 

encuentra compilado en el Decreto 1077 de 2015], en su artículo 39, señala que 

es obligación de los titulares de la licencia de urbanización [numeral 2°], 

ejecutar las obras de urbanización con sujeción a los proyectos técnicos 

aprobados y entregar y dotar las áreas públicas objeto de cesión gratuita con 

destino a vías locales, equipamientos colectivos y espacio público, de 

acuerdo con las especificaciones que la autoridad competente expida. 

 

                                                      
19 Sección primera, Consejo de Estado. Sentencia de 12 de julio de 2018. Rad. 19001-23-21-000-
2011-00182-02 (AP) ACUMULADO 19001-23-00-001-2011-00055-00 (AP). 
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Ahora bien, conforme al artículo 59, respecto la entrega material de las zonas 

objeto de cesión obligatoria, así como la ejecución de las obras y dotaciones 

a cargo del urbanizador sobre dichas zonas, se verificará mediante 

inspección realizada por la entidad municipal o distrital responsable de la 

administración y mantenimiento del espacio público. El acta de inspección 

equivaldrá al recibo material de las zonas cedidas, y será el medio probatorio 

para verificar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del urbanizador 

establecidas en la respectiva licencia. 

 

3.3.1.2. Licencias de urbanización y licencias de construcción  

  

Teniendo en cuenta lo regulado en las citadas disposiciones legales, así 

como lo manifestado por el apoderado de Canales Andrade y Cía. S.A.S., es 

menester para efectos de resolver la controversia que nos convoca, 

especificar en qué consisten las licencias de urbanización y las licencias de 

construcción.  

 

La ley define la referida licencia urbanística como un acto administrativo de 

carácter particular y concreto, expedido por el curador urbano o la autoridad 

municipal o distrital competente, por medio del cual se autoriza 

específicamente a adelantar obras de urbanización y parcelación de predios, 

de construcción, ampliación, modificación, adecuación, reforzamiento 

estructural, restauración, reconstrucción, cerramiento y demolición de 

edificaciones, de intervención y ocupación del espacio público, y realizar el 

loteo o subdivisión de predios. 

 

El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos 

de desarrollo y construcción en los términos y condiciones, así como la 

certificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y sismorresistentes 

y demás reglamentaciones en que se fundamenta. 

 

El artículo 2.2.6.1.1.1 del Decreto 1077 de 2015  señala que para adelantar 

obras de construcción, ampliación, modificación, adecuación, 

reforzamiento estructural, restauración, reconstrucción, cerramiento y 

demolición de edificaciones, y de urbanización, parcelación, loteo o 
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subdivisión de predios localizados en terrenos urbanos, de expansión urbana 

y rurales, se requiere de manera previa a su ejecución la obtención de la 

licencia urbanística correspondiente.  

 

El Artículo 2.2.6.1.1.2 del citado Decreto, determina la existencia de cinco 

clases de licencias, dependiendo del objetivo de la obra y la finalidad del 

procedimiento: (i) urbanización; (ii) parcelación; (iii) subdivisión; (iv) 

construcción; y, (v) intervención y ocupación del espacio público. 

 

Licencia de urbanización Licencia de construcción 

Es la autorización previa para ejecutar en uno o 
varios predios localizados en suelo urbano, la 
creación de espacios públicos y privados, así 
como las vías públicas y la ejecución de obras de 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios 
que permitan la adecuación, dotación y subdivisión 
de estos terrenos para la futura construcción de 
edificaciones con destino a usos urbanos, de 
conformidad con el Plan de Ordenamiento 
Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y 
complementen, las leyes y demás 
reglamentaciones que expida el Gobierno 
Nacional. Las licencias de urbanización concretan 
el marco normativo general sobre usos, 
edificabilidad, volumetría, accesibilidad y demás 
aspectos técnicos con base en el cual se 
expedirán las licencias de construcción para obra 
nueva en los predios resultantes de la 
urbanización. Con la licencia de urbanización se 
aprobará el plano urbanístico, el cual contendrá la 
representación gráfica de la urbanización, 
identificando todos los elementos que la 
componen para facilitar su comprensión, tales 
como: afectaciones, cesiones públicas para 
parques, equipamientos y vías locales, áreas útiles 
y el cuadro de áreas en el que se cuantifique las 
dimensiones de cada uno de los anteriores 
elementos y se haga su amojonamiento 

Es la autorización previa para 
desarrollar edificaciones, áreas de 
circulación y zonas comunales en 
uno o varios predios, de 
conformidad con lo previsto en el 
Plan de Ordenamiento Territorial, 
los instrumentos que lo desarrollen 
y complementen, los Planes 
Especiales de Manejo y Protección 
de Bienes de Interés Cultural, y 
demás normatividad que regule la 
materia. En las licencias de 
construcción se concretarán de 
manera específica los usos, 
edificabilidad, volumetría, 
accesibilidad y demás aspectos 
técnicos aprobados para la 
respectiva edificación.  
 
Son modalidades de la licencia de 
construcción las siguientes:  
 
1. Obra nueva. Es la autorización 
para adelantar obras de edificación 
en terrenos no construidos o cuya 
área esté libre por autorización de 
demolición total. 

 

El numeral 1º del artículo del Decreto Nacional 4065 de 2008 [compilado en 

el artículo 2.2.1.1 del Decreto Nacional 1077 de 2015], establece:  

 

“Actuación de urbanización. Comprende el conjunto de acciones 
encaminadas a adecuar un predio o conjunto de predios sin urbanizar para 
dotarlos de la infraestructura de servicios públicos domiciliarios, vías locales, 
equipamientos y espacios públicos propios de la urbanización que los hagan 
aptos para adelantar los procesos de construcción. Estas actuaciones podrán 
desarrollarse en los predios regulados por los tratamientos urbanísticos de 
desarrollo y de renovación urbana en la modalidad de redesarrollo. Las 
citadas actuaciones se autorizan mediante las licencias de urbanización, en 
las cuales se concretan el marco normativo sobre usos, edificabilidad, 
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volumetría, accesibilidad y los demás aspectos técnicos con base en los 
cuales se expedirán las licencias de construcción.” 

 

El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos 

de desarrollo y construcción en los términos y condiciones contenidos en el 

acto administrativo respectivo, así como la certificación del cumplimiento de 

las normas urbanísticas y sismo resistentes y demás reglamentaciones en 

que se fundamenta, y conlleva la autorización específica sobre uso y 

aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando se haya ejecutado 

la obra siempre y cuando se hayan cumplido con todas las obligaciones 

establecidas en la misma. 

 

3.3.1.3. Determinación del responsable de adecuar y entregar las áreas 

o zonas de cesión gratuita conforme a lo estipulado en la respectiva 

licencia urbanística  

 

Desde una perspectiva general, las cesiones públicas corresponden a las 

transferencias de terrenos que a título gratuito efectúan los urbanizadores 

como contraprestación de los beneficios de la actividad urbanística las cuales 

comprenden áreas de uso público, como vías parques, zonas verdes entre 

otros, sin que obre a favor del particular indemnización alguna, toda vez que 

se trata de una enajenación voluntaria que el Estado puede requerir dentro 

de su facultad para dictar normas en materia de planificación urbanística. 

 

El artículo 2.2.6.1.2.3.6 del Decreto 1077 de 2015 establece una serie de 

obligaciones para los titulares de las licencias, donde existen varias 

genéricas, esto es, para todas las modalidades de las licencias urbanísticas, 

y unas especificas teniendo en cuenta el tipo de licencia, ya sea de 

urbanización o construcción. 

 

Es así como el numeral segundo prescribe que, cuando se trate de licencias 

de urbanización, los respectivos titulares de la licencia deben ejecutar las 

obras de urbanización con sujeción a los proyectos técnicos aprobados y 

entregar y dotar las áreas públicas objeto de cesión gratuita con destino a 

vías locales, equipamientos colectivos y espacio público, de acuerdo con las 

especificaciones que la autoridad competente expida. 
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En este punto es importante resaltar que la ley da un tratamiento específico 

a cada una de las modalidades de licencias urbanísticas, pues tal como se 

ha citado, cada una tiene una función, finalidad, requisitos y obligaciones 

diferenciados para ser otorgadas. 

 

En ese orden de ideas, se extrae diáfanamente que la obligación de entregar 

y dotar las áreas públicas objeto de cesión gratuita está en cabeza de la 

persona o personas [naturales o jurídicas] a quienes se les otorgó la licencia 

de urbanización y sean responsables de éstas. 

 

4. Definición concreta de responsabilidad y defensas planteadas 

 

4.1. Estudio de las licencias de urbanización otorgadas para desarrollar 

la Urbanización La Estancia Etapa 1 

 

A continuación se hará un recuento de cada uno de los actos administrativos 

relacionados con la licencia de urbanización otorgada, para efectos de 

determinar quién fue el solicitante, a quién se le otorgó y quién o quiénes 

fueron determinados como responsables. 

 

Acto 
administrativo 

Contendido Responsable Obligaciones 

Resolución No. 
CUP-8-047 del 
20 de 
diciembre de 
1996. 

Por la cual se 
concede una 
licencia de 
urbanismo para 
el predio 
denominado La 
Estancia, ubicado 
en la Avenida 
Central de 
Occidente por 
Avenida Camino 
del Prado, Zona 
Industrial de 
Fontibón.  

(i) Fiducomercio 
S.A., (ii) Fiduciaria 
Alianza S.A., (iii) 
Negociación Buena 
Vista LTDA., y (iv) 
Inversiones 
Agropecuarias La 
Estancia LTDA.   

La ejecución de las obras 
deberá hacerse dentro del 
plazo estipulado y sólo 
podrá iniciarse previo al 
cumplimiento de (i) 
protocolización del plano 
de urbanización, (ii) 
entrega provisional de las 
áreas de cesión, (iii) 
solicitud de interventoría 
en las diferentes empresas 
de servicios públicos y (iv) 
verificación del interventor 
designado.  

Resolución No. 
CU2-0307 de 
27 de 
noviembre de 
1997 

Por la cual se 
aprueba el plano 
de reloteo de las 
manzanas E y F 
de la urbanización 
La Estancia 

(i) Fiducomercio 
S.A., (ii) Fiduciaria 
Alianza S.A., (iii) 
Negociación Buena 
Vista LTDA., y (iv) 
Inversiones 
Agropecuarias La 
Estancia LTDA.   

Las normas, disposiciones, 
y obligaciones a cargo del 
urbanizador responsable 
contenidas en la resolución 
CUP—8-047 de 1996 
continúan vigentes.  
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Resolución No. 
CU2-98-299 de 
nueve de 
diciembre de 
1998 

Por la cual se 
concede prórroga 
al término de 
vigencia de la 
licencia de 
urbanización, 
expedida 
mediante 
resolución CUP—
8-047 de 1996 
para la 
Urbanización La 
Estancia 

(i) Fiducomercio 
S.A., (ii) Fiduciaria 
Alianza S.A., (iii) 
Negociación Buena 
Vista LTDA., y (iv) 
Inversiones 
Agropecuarias La 
Estancia LTDA., en 
liquidación. 

Las normas, disposiciones, 
y obligaciones a cargo del 
urbanizador responsable 
contenidas en las 
resoluciones CUP—8-047 
de 1996 y CU2-0307 de 27 
de noviembre de 1997 
continúan vigentes. 

Resolución No. 
CU2-99-249 de 
13 de 
diciembre de 
1999 

Por la cual se 
aprueba la 
modificación del 
proyecto 
urbanístico de la 
urbanización La 
Estancia, se 
aprueba su 
división por 
etapas y se 
modifica 
parcialmente la 
resolución CUP—
8-047 de 1996 – 
Alcaldía Local de 
Fontibón 

De los responsables 
de la licencia de 
urbanismo y 
saneamiento por 
etapas. 
Etapa 1: (i) Alianza 
Fiduciaria y (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A. 

Las demás normas 
urbanísticas y 
arquitectónicas, 
disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables, contenidas 
en la resolución CUP—8-
047 de 1996. 

Resolución No. 
CU2-2000-011 
de 19 de enero 
de 2000 

Por la cual se 
concede para la 
Etapa 3 de la 
urbanización La 
Estancia, una 
nueva prórroga al 
término de 
vigencia de la 
licencia de 
urbanización, 
establecido en la 
resolución CUP—
8-047 de 1996, y 
se concede una 
nueva licencia de 
urbanización para 
las Etapas 1,2 y 4 
de la misma 
urbanización. 

Conceder a las 
sociedades (i) 
Inversiones 
Agropecuarias La 
Estancia LTDA., en 
liquidación, (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A., y (iii) 
Alianza Fiduciaria 
S.A. 

Las demás normas, 
disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables contenidas 
en las resoluciones No. 
CUP-8-047 de 1996 y 
CU2-99-249 de 1999, para 
la urbanización La 
Estancia, se mantienen.   

Resolución No. 
CU2-2002-010 
de 22 de enero 
de 2002 

Por la cual se 
concede prórroga 
al término de 
vigencia de la 
licencia de 
urbanismo 
expedida según 
Resolución No. 
CU2-2000-011 de 
19 de enero de 
2000 para el 
predio 
denominado La 
Estancia Etapa 2 

Aclarar el artículo 2° 
de la Resolución No. 
CU2-2000-011 de 
19 de enero de 
2000, en el sentido 
de establecer que la 
Licencia de 
Urbanismo para las 
Etapas 1, 2 y 4 de la 
urbanización La 
Estancia se 
concedió a (i) 
Inversiones 
Agropecuarias La 

Las demás normas, 
disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables contenidos 
en las resoluciones No. 
CU2-2000-011 de 2000 y 
CU2-99-249 de 1999, 
continúan vigentes.    
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Alcaldía Local de 
Fontibón y se 
hace una 
aclaración. 

Estancia LTDA, (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A., (iii) 
Fiduciaria del 
Comercio S.A. y (iv) 
Alianza Fiduciaria 
S.A. 

Resolución No. 
CU2-2002-018 
de 24 de enero 
de 2002 

Por la cual se 
concede prórroga 
al término de 
vigencia de la 
licencia de 
urbanismo 
expedida según 
resolución No. 
CU2-2000-011 de 
200 para el predio 
denominado La 
Estancia Etapa I. 

(i) Inversiones 
Agropecuarias La 
Estancia LTDA, (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A., (iii) 
Fiduciaria del 
Comercio S.A. y (iv) 
Alianza Fiduciaria 
S.A. 

Las demás normas, 
disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables contenidos 
en las resoluciones No. 
CU2-2000-011 de 2000 y 
CU2-99-249 de 1999, 
continúan vigentes.    

Resolución No. 
CU2-2002-226 
de siete de 
octubre de 
2002 

Por la cual se 
aprueba la 
modificación 
parcial del 
proyecto general 
de la urbanización 
La Estancia, en lo 
que respecta a las 
etapas 2 y 4 y se 
modifica 
parcialmente la 
Resolución CU2-
99-249 de 1999 

 
 
 
 
 

- 

 
 
 
 
 

- 

Resolución 
RES 03-2-
01114 de 20 
de mayo de 
2003 

Por la cual se 
aprueba la 
modificación 
parcial del 
proyecto general 
de la urbanización 
La Estancia, en lo 
que respecta a la 
Etapa 1, se 
modifica 
parcialmente la 
Resolución CU2-
2002-226 de siete 
de octubre de 
2002, se concede 
licencia de 
urbanización para 
la Etapa citada y 
se fijan las 
obligaciones a 
cargo del 
urbanizador 
responsable 

(i) Alianza Fiduciaria 
S.A., vocera y 
representante del 
Fideicomiso La 
Estancia Camino de 
Salazar, constituido 
sobre parte del 
predio, (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A., y (iii) 
Canales Andrade S. 
en C. 

En dicha resolución se 
concedió una nueva 
licencia de urbanización 
para continuar y finalizar 
las obras de urbanismo y 
saneamiento 
correspondientes a la 
Etapa 1 de la 
Urbanización La 
Estancia.  
 
Las demás normas 
urbanísticas y 
arquitectónicas, 
disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables de la Etapa 1 
de la urbanización La 
Estancia, contenidas en 
las resoluciones No. CUP-
8-047 de 1996 y CU2-99-
249 de 1999, se 
mantienen, en lo que no 
sea contrario a lo 
dispuesto en la presente 
resolución. 

Resolución No. 
RES 04-0342 

Por la cual se 
modifica 

(i) Alianza Fiduciaria 
S.A., vocera y 

Las demás normas 
urbanísticas y 
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del ocho de 
octubre de 
2004 

parcialmente el 
proyecto 
urbanístico de la 
etapa 1 de la 
urbanización La 
Estancia y se 
aprueba la 
redistribución del 
loteo de la 
Manzana D para 
plantear en 
adelante 3 lotes al 
interior de la 
misma. 

representante del 
Fideicomiso Owen 
Londoño y Cía. S. 
en C. 

arquitectónicas, así como 
las disposiciones y 
obligaciones a cargo del 
urbanizador responsable 
de la Etapa 1 de la 
Urbanización La Estancia, 
establecido en la RES 03-
2-01114 de 20 de mayo de 
2003. 

Resolución 
No. RES 05-2-
0247 del 3 de 
agosto de 
2005 

Por la cual se 
concede prórroga 
al término de 
vigencia de la 
licencia de 
urbanismo 
expedida 
mediante 
Resolución No. 
03-2-0114 de 
2003, para el 
proyecto 
urbanístico 
denominado La 
Estancia Etapa 1. 

Establecer como 
únicas 
urbanizadoras 
responsables de la 
licencia de 
urbanismo 
expedida mediante 
Resolución No. 03-
2-0114 de 2003, a 
las sociedades (i) 
Alianza Fiduciaria 
S.A., en su calidad 
de vocera y 
representante del 
Fideicomiso La 
Estancia Camino de 
Salazar y (ii) 
Negociación Buena 
Vista S.A., de 
acuerdo a la 
comunicación 
radicada ante esta 
Curaduría por las 
citadas sociedades, 
en calidad de 
responsables de los 
compromisos y 
obligaciones 
generadas por la 
urbanización de la 
Etapa 1 de la 
Urbanización y 
anexa al 
expediente. 

Las demás disposiciones y 
obligaciones a cargo de los 
urbanizadores 
responsables contenidas 
en la Licencia de 
Urbanismo expedida 
mediante Resolución No. 
RES 03-2-01114 de 20 de 
mayo de 2003, se 
mantienen.  

 

En la última de las resoluciones citadas, la relacionada bajo el número  RES 

05-2-0247 del 3 de agosto de 2005, la Curaduría Urbana 2 expresamente 

indicó que:  

 

“[M]ediante documento radicado ante esta Curaduría Urbana el 19 de julio 
de 2005, las señoras ANA ISABEL CUERVO ZULUAGA (…) en calidad de 
representante legal de Alianza Fiduciaria S.A., en su calidad de vocera y 
representante del FIDEICOMISO LA ESTANCIA CAMINO DE SALAZAR y 
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GLORIA FRANCIA DUQUE en calidad de representante legal de la sociedad 
NEGOCIACIÓN BUENA VISTA S.A., solicitaron modificar el artículo 6° de la 
licencia de Urbanismo No. RES 03-2-0114 de mayo 20 de 2003, en el 
sentido de establecer como urbanizadores de la citada Licencia, a las 
sociedades ALIANZA FIDUCIARIA S.A., vocera y representante del 
FIDEICOMISO LA ESTANCIA CAMINO DE SALAZAR, y NEGOCIACIÓN 
BUENA VISTA S.A. 
 
Que así mismo, el señor JUAN MANUEL CANALES ESPINOSA (…) en 
calidad de representante legal de la sociedad CANALES ANDRADE y CÍA. 
S en C., mediante documento radicado ante esta Curaduría Urbana el 28 de 
julio de 2005, ratificó lo expresado por los señores de Alianza Fiduciaria S.A., 
en la calidad ya citada, y Negociación Buena Vista S.A., referente a su 
responsabilidad como urbanizadores de esta Etapa.”20 

 

4.2. Estudio de las Licencias Urbanísticas de Construcción 

 

De la documental adosada por la vinculada-demandada Canales Andrade y 

Cía S.A.S. [antes S. en C.], al momento de contestar la presente acción, se 

observan las siguientes21: 

 

- Licencia de Construcción No. LC 2000-2-0224 de 30 de junio de 2000, en 

la cual, por ser procedente, se expide licencia de construcción de obra nueva 

del Conjunto Residencial la Estancia Camino de Salazar Primera Etapa, que 

consta de 15 bloques de vivienda. 

 
- Licencia de Construcción No. LC 2002-2-2005 del 8 de enero de 2002, 

mediante la cual se otorga para la construcción de obra nueva de la primera 

etapa de la Agrupación de vivienda La Estancia Camino de Salazar II. 

 
- Licencia de Construcción No. LC 2002-2-0156 de 30 de abril de 2002, a 

través de la cual se otorga para la construcción de obra nueva de la segunda 

etapa de la Agrupación de Vivienda La estancia Camino de Salazar II. 

 

- Licencia de Construcción No. LC 03-2-0023 de 17 de enero de 2003, en la 

cual se otorgó la licencia de construcción para obra nueva de la tercera etapa 

de la Agrupación de vivienda LA ESTANCIA CAMINO DE SALAZAR II, que 

consta de 7 bloques de vivienda en 2 pisos de altura y posibilidad de 

ampliación de un tercer piso de acuerdo a los planos aprobados, cuya 

                                                      
20 Cfr. Fl. 154 – Cd 1 B.  
21 Cfr. Fls. 201 a 243 – Cd 1 B. 
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licencia será solicitada posteriormente. 

 
- Licencia de Construcción LC 07-4-0593 de 26 de julio de 2007, por medio 

de la cual se otorga para construcción en la modalidad de concluir obra. 

Constructor responsable Canales Juan Manuel. Urbanización La Estancia 

Manzana E.  

 
- En la Resolución No. RES 04-2-0022 de 28 de enero de 2004, en su artículo 

9° DEL CONSTRUCTOR RESPONSABLE, se establece como tal al ingeniero Juan 

Manuel Canales. Adicionalmente, en el artículo 14 se indican las obligaciones 

en relación con las licencias de construcción que se conceden, sin mencionar 

que tengan a su cargo la adecuación y entrega de las áreas de cesión 

públicas.  

 
4.3. Escritura pública Nº 03024 de 26 de octubre de 2000 – constitución 

de Fiducia Mercantil Irrevocable 

 

Mediante la escritura pública No. 03024 de 26 de octubre de 2000, otorgada 

en la Notaría 52 del Círculo de Bogotá, se constituyó el Fideicomiso La 

Estancia Camino de Salazar, donde a Alianza Fiduciaria S.A. se le transfiere 

a título de fiducia el lote de terreno No. 3, que hizo parte de un lote de terreno 

de mayor extensión denominado Manzana I, de la Urbanización La Estancia. 

 

Negociación Buena Vista S.A., es la sociedad que transfiere el derecho de 

dominio que tiene sobre el mentado inmueble, identificado con el folio de 

matrícula inmobiliaria Nº 50C-1509462, la cual, a su vez, se constituye en 

beneficiario del 18% de las ventas de las unidades que se construyan en los 

predios del Fideicomiso. 

 

Por otro lado, Canales Andrade S. en C., encargada de adelantar y llevar a 

cabo por su cuenta y riesgo el proyecto inmobiliario sobre el predio del 

fideicomiso, se constituye como beneficiario del 82% de la venta de las 

unidades que se construyan. 

 

En el capítulo octavo del aludido documento público, se indica que el gerente, 

esto es, Canales Andrade S. en C. [hoy S.A.S.], hace expresa su intención 



Acción Popular No. 11001310301120090046200 
 

 
 

33 

de desarrollar sobre el predio de fideicomiso, el proyecto que consiste en la 

promoción, comercialización, construcción, los estudios y proyectos técnicos 

y venta de aproximadamente 717 unidades de vivienda, por su cuenta y 

riesgo, pero bajo la vigilancia del interventor que será designado por el 

Fideicomitente [Negociación Buena Vista S.A.] con la aquiescencia suya y de 

Alianza Fiduciaria S.A. 

 

4.4. Responsabilidad directa de la sociedad Alianza Fiduciaria S.A., 

como urbanizadora, respecto a la entrega de las áreas de cesión 

pública. 

 

En relación con las excepciones propuestas por la demandada Alianza 

Fiduciaria S.A., esta sede judicial se pronunciará sobre la que tituló “falta de 

legitimación en la causa”, cuyo sustento está radicado, en lo ventral, en las 

que denominó “prohibición legal para que un fiduciario responda con recursos 

propios por las obligaciones a cargo de los fideicomisos que administra y/o de 

los fideicomitentes  respectivos” y “desconocimiento de la calidad de fiduciario 

de la sociedad alianza fiduciaria S.A.” Sobre la legitimación se pronunció la 

Corte Suprema de Justicia, indicando: 

 

“[L]a legitimación en la causa, bien por activa o por pasiva, no es una excepción, 
sino que es uno de los requisitos necesarios e imprescindibles para que se 
pueda dictar providencia de mérito, ora favorable al actor o bien desechando 
sus pedimentos, porque entendida ésta ‘como la designación legal de los 
sujetos del proceso para disputar el derecho debatido ante la jurisdicción, 
constituye uno de los presupuestos requeridos para dictar sentencia de fondo, 
sea estimatoria o desestimatoria. Y en caso de no advertirla el juez en la parte 
activa, en la pasiva o en ambas, deviene ineluctablemente, sin necesidad de 
mediar ningún otro análisis, la expedición de un fallo absolutorio; de allí que se 
imponga examinar de entrada la legitimación que le asiste a la parte 
demandante para formular la pretensión”22 
 

 

En efecto, la legitimación en la causa por pasiva que cuestiona Alianza 

Fiduciaria S.A., es una cuestión sustancial que atañe a la acción, entendida 

como la facultad o titularidad legal que tiene una determinada persona para 

demandar exactamente de otra, el derecho o la cosa controvertida, por ser 

justamente quien debe responderle. Así lo definió el alto Tribunal, cuando de 

                                                      
22 Sentencia de casación N° 051 de 23 de abril de 2003, expediente 76519)” -CSJ SC de 23 de abril de 2007, 

Rad. 1999-00125-01. 
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vieja data ha dicho que “La legitimación en la causa es en el demandante la 

cualidad de titular del derecho subjetivo que invoca y en el demandado la 

calidad de obligado a ejecutar la obligación correlativa23”24.  

 

Determinado lo anterior, se impone, entonces, clarificar que el patrimonio 

autónomo no es persona natural ni jurídica y, por tal circunstancia, en los 

términos del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil [Art. 53 del CG P] 

no tiene capacidad para ser parte en un proceso, pero, cuando sea necesario 

deducir en juicio derechos u obligaciones que lo afectan, su comparecencia 

como demandante o como demandado, se hace por conducto del fiduciario, 

quien no obra a nombre propio, porque su patrimonio permanece separado 

de los bienes fideicomitidos, ni tampoco [exactamente] a nombre de la 

fiducia, sino simplemente como dueño o administrador de los bienes que le 

fueron transferidos a título de fiducia como patrimonio autónomo afecto a una 

específica finalidad. El inciso 3º del artículo 2.5.2.1.1 del Decreto 2555 de 

2010, dispone, sobre el particular que: 

 

“Derechos y deberes del fiduciario. Los patrimonios autónomos conformados en 
desarrollo del contrato de fiducia mercantil, aun cuando no son personas 
jurídicas, se constituyen en receptores de los derechos y obligaciones legales y 
convencionalmente derivados de los actos y contratos celebrados y ejecutados 
por el fiduciario en cumplimiento del contrato de fiducia. 
 
El fiduciario, como vocero y administrador del patrimonio autónomo, celebrará y 
ejecutará diligentemente todos los actos jurídicos necesarios para lograr la 
finalidad del fideicomiso, comprometiendo al patrimonio autónomo dentro de los 
términos señalados en el acto constitutivo de la fiducia. Para este efecto, el 
fiduciario deberá expresar que actúa en calidad de vocero y administrador del 
respectivo patrimonio autónomo. 
 
En desarrollo de la obligación legal indelegable establecida en el numeral 4 del 
artículo 1234 del Código de Comercio, el Fiduciario llevará además la 
personería del patrimonio autónomo en todas las actuaciones procesales de 
carácter administrativo o jurisdiccional que deban realizarse para proteger y 
defender los bienes que lo conforman contra actos de terceros, del beneficiario 
o del constituyente, o para ejercer los derechos y acciones que le correspondan 
en desarrollo del contrato de fiducia” [Subraya nuestra]. 

 

Pues bien, en el sub examine  el actor popula impetró la acción en contra de 

Alianza Fiduciaria S.A., directamente y no en su calidad de vocera del 

patrimonio autónomo, esto es, no se demandó “como representante legal de 

la aludida masa patrimonial, la cual, por ostentar la titualridad del predio que 

                                                      
23 C.S.J  Sala de Casación Civil, Sent. del 14 de agosto de 1995, Exp. 4268, M.P. Nicolás Bechara Simancas. 
24 Sentencia de 2 de octubre de 1.987, Magistrado Ponente: Eduardo García Sarmiento.  
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aquí interesa, sería la principal perjudicada con un fallo estimatorio de las 

pretensiones”, como así lo  expresó el Tribunal en el auto que decretó la 

nulidad para que se vinculara al patrimonio autónomo como demandado, 

como así se hizo a través de su vocera. 

  

Resulta claro,entonces, que si a través del contrato de fiducia mercantil 

otorgado mediante escritura pública N° 3024 del 26 de octubre de 2000, 

donde Negociación Buenavista S.A. fungía como fideicomitente y 

beneficiaria; Canaan de Colombia S.A.S., como gerente del proyecto, y 

Alianza Fiduciaria S.A. como la administradora del Patrimonio Autónomo  

“Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar”, a esta última debió 

demandarse en tal calidad, y no de manera directa como lo hizo la parte 

actora, razón por la cual la defensa que en tal sentido interpuso la aludida 

compañía fiduciaria está llamada a prosperar, lo cual releva al Despacho de 

pronunciarse sobre las otras excepciones por ésta planteadas [Art. 282 

CGP]. 

 

4.5. Responsabilidad de la Sociedad Canales Andrade y Cía., S.A.S. 

antes S. en C., el Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar (vocera 

Alianza Fiduciaria S.A.) y Buena Vista S.A.  

 

En virtud de lo dilucidado en precedencia, de entrada se advierte que las 

excepciones planteadas por  la sociedad Canales Andrade S.A.S., tienen 

vocación de prosperidad, por las razones que a continuación se exponen. 

 

Como ya se anunció, cuando se trate de licencias de urbanización, los 

respectivos titulares de la licencia deben ejecutar las obras de urbanización 

con sujeción a los proyectos técnicos aprobados y entregar y dotar las áreas 

públicas objeto de cesión gratuita con destino a vías locales, equipamientos 

colectivos y espacio público, de acuerdo con las especificaciones que la 

autoridad competente expida. 

 

Aquí cobra relevancia, en razón a lo expuesto tanto por el Fideicomiso las 

Estancia Camino de Salazar [patrimonio autonómo administrado y representado 

por Alianza Fiduciaria S.A.], como por Canales Andrade, la referencia que se 
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hizo en torno a la diferencia que existe entre las licencias urbanísticas de 

urbanización y las licencias urbanísticas de construcción. En todo caso, se 

relieva, la expedición de la licencia urbanística implica la certificación del 

cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se 

fundamenta y conlleva la autorización específica sobre uso y 

aprovechamiento del suelo. 

 

Así las cosas, es patente que no se le puede dar un tratamiento similar a los 

urbanizadores frente a los constructores, pues lo primeros tienen como 

finalidad la creación de proyectos nuevos de urbanización, en los cuales se 

hace una planeación de los espacios públicos necesarios para efectos de 

desarrollar construcciones de carácter privado, pues, tal como se establece 

el multicitado decreto compilatorio, constituyen una serie de actuaciones que 

permiten la adecuación, dotación y subdivisión de estos terrenos para la 

futura construcción de edificaciones con destino a usos urbanos.  

 

Contrario a lo manifestado por Alianza Fiduciaria S.A. en representación del 

Fideicomiso, en sus medios defensivos, los cuales se dirigen a imputar la 

responsabilidad exclusiva a Canales Andrade S.A.S., dicha sociedad nunca 

ha ostentado la calidad de urbanizadora, todo lo contrario, ella entró a dicho 

proyecto a construir alrededor de 700 unidades de vivienda, dentro del 

proyecto de urbanización adelantado por Alianza Fiduciaria S.A., Inversiones 

Agropecuarias La Estancia Ltda, Fiducomercio S.A. y Buena Vista S.A., 

donde, luego de una serie de modificaciones, el proyecto se dividió en varias 

etapas, siendo la Etapa I la que nos atañe, en la cual, los únicos 

urbanizadores responsables son Negociación Buena Vista S.A., y Alianza 

Fiduciaria S.A. en representación del Fideicomiso La Estancia Camino de 

Salazar. 

 

No es dable aceptar la tesis presentada por esta última, referente a las 

obligaciones adquiridas por Canales Andrade en la escritura pública Nº 3024 

del 2000, pues, la simple lectura de la instrumental anexada, da cuenta que 

los compromisos adquiridos por esta última están encaminados únicamente 

para la construcción de las unidades de vivienda, elemento que integra el 

proyecto de urbanización, el cual está a cargo únicamente del Fideicomiso 
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adminsitrado pro Alianza Fiduciaria y Negociación Buena Vista S.A. 

 

No puede confundirse la actividad de construcción de  Canales Andrade con 

la de urbanización, más aún, cuando Alianza Fiduciaria S.A. como vocera y 

administradora el patrimonio autónomo y Buena Vista S.A., clarificaron ante 

la Curaduría Urbana que ellos son los únicos responsables de la licencia de 

urbanización, lo cual quedó consignado en Resolución No. RES 05-2-0247 

del 3 de agosto de 2005, la cual, siendo de gran importancia para decidir el 

asunto, no había sido aportada por la accionante, y de ahí la orientación que 

se le dio por parte de esta instancia judicial a la decisión de fondo inicialmente 

adoptada. 

 

Consecuentes con lo acotado, se concluye que Canales Andrade  participó 

en el proyecto de urbanización como el constructor de una parte del mismo, 

esto es, la construcción de las unidades de vivienda y la posterior 

comercialización de las mismas, sin que se haya incluído su obligación frente 

a la adecuación y entrega de las zonas de cesión, las cuales, en todo caso, 

siguen siendo responsabilidad de los urbanizadores. 

 

Adicionalmente, lo atinente al cumplimiento o no de las obligaciones 

adquiridas en la aludida escritura pública, es un tema que se relaciona 

exclusivamente con la construcción de la agrupación de vivienda y su 

posterior comercialización, y que nada tiene que ver con la responsabilidad 

de las urbanizadoras de adecuar y entregar las áreas de cesión al Distrito. 

 

Es un hecho incuestionable, por demás pacífico en el trámite de esta 

instancia, que las áreas de cesión obligatorias y gratuitas no fueron 

entregadas a la administración distrital a través del DADEP, todo lo cual se 

desprende de la prueba documental aportada con la demanda y las 

contestaciones, así como la allegada durante el debate probatorio, sin que 

las sociedades que conforman el extremo pasivo de la acción hayan 

desvirtuado lo anterior. 

 

En ese  orden de ideas, las excepciones planteadas por Alianza Fiduciaria 

S.A. como representante del Fideicomiso, direccionadas a imputar a la 
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sociedad Canales Andrade y Cía S. en C. [hoy S.A.S.] la responsabilidad por 

la no ejecución de las obras en las zonas de cesión obligatoria y gratuitas y 

su entrega en debida forma al DADEP, conforme lo establecido y estipulado 

en el contrato de fiducia irrevocable constituido en la escritura pública Nº 

3024 del 26 de octubre del 2000, están llamadas al fracaso, toda vez que, 

conforme a lo aquí discurrido, dicha responsabilidad no está radicada en 

cabeza de dicha sociedad, al no ser la urbanizadora responsable del 

Proyecto La Estancia Etapa I. 

 

Bajo esa misma linea, también esta llamada al fracaso la titulada 

“invulneración de derecho o interés colectivo, por parte del patrimonio 

autónomo Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar”. 

 

4.6. Indiscutible emerge, entonces, que tanto el goce de un ambiente sano, 

del espacio público y la defensa de los bienes de uso público, como derechos 

colectivos, han sido y continúan siendo transgredidos en el caso que nos 

concita, razón por la cual la acción popular interpuesta por El Departamento 

Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP-, está llamada 

a prosperar.  

 

La sociedad Negociación Buena Vista S.A. y Alianza Fiduciaria S.A. como 

vocera y administradora del Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, 

para cuando se impetró la acción vulneraban los derechos colectivos cuya 

protección se reclama, al no haber cumplido con los deberes de ejecutar las 

obras aprobadas por el curador urbano para desarrollar el proyecto de 

urbanización denominado La Estancia Etapa I, relativas al área de cesión 

obligatorias y gratuitas a favor de la administración, para, una vez efectuadas 

y aprobadas tradirlas [entregarlas] a favor de ésta última; es más, como ya se 

puntualizó, a la fecha, no se ha acreditado que haya cesado en la infracción, 

a pesar de que por parte del DADEP se hicieron los respectivos 

requerimientos y existían las respectivas resoluciones aprobando los planos 

donde constaban y se describían las obras omitidas. 

 

A este punto, vale la pena insistir que, las zonas de cesión obligatoria tienen 

un fin determinado, como es servir a la comunidad; asimismo, hacen parte 
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de los bienes públicos, en los términos del artículo 5º de la Ley 9ª de 1989, 

razón por la cual, al no dársele la destinación señalada a estas áreas ni 

hacerse entrega de estos bienes debidamente dotados para que la 

comunidad pueda disfrutarlos, “se trasgreden los intereses y derechos de la 

colectividad”25. 

 

Así las cosas, como quiera que no aparece acreditado en el expediente que 

las dos precitadas sociedades [Negociación Buena Vista S.A., y el 

Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar administrado por Alianza 

Fiduciaria S.A], hayan adelantado los trámites subsiguientes para tal fin, ni 

se avizore ninguna justificación para que no realizaran las obras conforme 

los planos aprobados y, de este modo, se hiciera la transferencia de los 

bienes que componen las áreas de cesión obligatorias y gratutias a favor del 

DADEP, para hacer cesar la vulneración de los derechos colectivos 

invocados en el asunto de la referencia, se ordenará a las mismas proceder 

de conformidad, so pena de las sanciones legales por desacato.  

  

4.7. A tono con lo acotado en precedencia, y establecida la resposabilidad 

por la omisión de las obligadas a dar cumplimiento a la ejecución y entrega 

de las multimencionadas zonas de esión, no cabe otra que concluir que le 

asiste razón al Instituto de Desarrollo Urbano IDU, cuando en su defensa 

argumentó la  inexistencia de vulneración de derechos colectivos, por 

acción u omisión, por parte de dicha entidad, a lo que adicionó que está 

cumpliendo con las funciones que le han sido asignadas por ley, 

coadyuvando al DADEP en lo pertinente.   

 

5. Frente a la pretensión de la demanda impetrada por el DADEP, relativa a 

la indemnización de perjuicios, la misma se denegará, de una parte, porque 

en línea de principio, las acciones populares están orientadas a la protección 

de los derechos e intereses colectivos, a diferencia de lo que acontece con 

las acciones de grupo, donde se  persigue la reparación de un perjuicio por 

un daño común ocasionado a un número plural de personas26 y, de otra, 

porque si bien es cierto estamos frente a una acción constitucional, ello no 

                                                      
25 TSB, sents. de marzo 15 de 2012, exp. 2010 00010 01, y junio 27 de 2013, exp. 2010 00527 01. 
26 Así lo clarificó la Corte Constitucional en la sentencia C-215 de 1999. 
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libera a la parte actora de cumplir con  la  carga probatoria que la ley le 

impone, esto es, acreditar el daño y la cuantía de los perjuicios, lo cual aquí 

no se verificó.  

 

6. Por último, frente a lo informado por la promotora de la acción, luego de 

cerrado el debate probatorio y transcurrido el término para alegatos de 

conclusión, en relación con la sentencia proferida por el Juzgado Cuarenta y 

Cuatro Civil del Circuito, a través de la cual declaró que los señores Javier 

Baquero Torres y Omar Germán Leguizamón adquirieron por prescripción 

adquisitiva de dominio un bien, baste decir que a través de un trámite 

constitucional como el que nos convoca, no se puede dejar sin valor ni efecto 

una decisión proferida por otra instancia judicial, máxime cuando la misma 

se encuentra debidamente ejecutoriada.  

 

No obstante lo anterior, no sobra acotar que con la documental allegada no 

se establece que el predio sobre el cual se decretó la prescripción adquisitiva 

del dominio e identificado con el folio No. 50C-280107, haga parte de los 

inmuebles objeto de licencia de urbanización conforme a la Resolución No. 

CUP-8-047 de 1996, pues en su artículo 4° solamente se mencionan los 

folios Nos. 50C-1431652, 1431653, 1431654, 1424477, 1424478, 1424479, 

1424480, 1424481, 1426063, 1424066, 1411150 y 1279869.  

 

Adicionalmente, el Instituto de Desarrollo Urbano, al dar respuesta al 

requerimiento de este Juzgado efectuado en auto de 15 de noviembre de la 

pasada anualidad, esto es, que se informara si, sobre las zonas de cesión 

existen invasiones o construcciones de terceros, indicó que solamente se 

evidenció la existencia de dos estructuras, al parecer permanentes, que son 

(i) una estructura de venta ambulante anclada al piso en zona de volteadero 

de la calle 14 B y (ii) una estructura de recolección y separación de 

desperdicios en zona de volteadero de la carrera 116, sin que se especificará 

que aquellas correspondan a la propiedad que en virtud al proceso de 

pertenencia adquirieron los señores Baquero -  Leguizamón, y cuyo 

propietario era Inversiones Agropecuarias La Estancia Ltda., así como 

tampoco, que dicho predio se encuentre dentro del Proyecto Urbanístico La 

Estancia Etapa 1, el cual es el único que nos ocupa.  
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7. Para concluir, consecuentes con todo lo plasmado, se declarará que 

existió la vulneración de los derechos colectivos que nutren la presente 

acción por parte de la sociedad Negociación Buena Vista S.A. y Alianza 

Fiduciaria S.A. como representante del Fideicomiso La Estancia Camino de 

Salazar,  se efectuarán los ordenamientos que correspondan, entre ellos la 

ejecución, dotación y finalización de las obras que sean necesarias para la 

entrega de las áreas de cesión gratuita correspondientes a la Etapa I del 

proyecto La Estancia, con sujeción a los lineamientos señalados en los 

planos urbanísticos CU2-F394/11; CU2F-394/4-12; CU2-F 394/4-13; 

CU2F394/4-14, los diseños aprobados y, en lo pertinente, con lo dispuesto 

en el Decreto compilatorio 1077 de 2015. 

 

De la misma manera, y de conformidad con el artículo 34 de la Ley 472 de 

1998, se dispondrá la conformación de un comité para la verificación del 

cumplimiento de la sentencia, en el cual participarán las partes, la entidad 

pública encargada de velar por el derecho o interés colectivo y el Ministerio 

Público, así como la Alcaldía Local de Fontibón.  

 

De igual forma, se advertirá que, el incumplimiento a lo aquí ordenado a las 

accionadas, las hará incursa en desacato, sancionable en los términos del 

artículo 41 de la prementada Ley 472 de 1998, el cual establece que “la 

persona que incumpliere una orden judicial proferida por la autoridad 

competente en los procesos que se adelanten por acciones populares, 

incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales con 

destino al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, 

conmutables en arresto hasta de seis (6) meses, sin perjuicio de las 

sanciones penales a que hubiere lugar.” 

 

Frente a las accionadas Alianza Fiduciaria S.A., y Canales Andrade y Cía. 

S.A.S., se declarará próspera la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva, propuesta por la primera, y las excepciones relativas a que 

Canales Andrade y Cía S.A.S. nunca ostentó la calidad de urbanizadora 

responsable del proyecto urbanístico La Estancia, y que en el contrato de 

fiducia mercantil suscrito entre las sociedades Negociación Buena Vista S.A., 
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Canales Andrade y Cía. S. en C., y Alianza Fiduciaria S.A., en ninguna parte 

se le otorgó responsabilidad de urbanizador del predio La Estancia, ni de 

entregar la zonas de cesión de la referida urbanización, propuestas por la 

segunda.  

 

Por último, frente al Instituto de Desarrollo Urbano –IDU y el Instituto para la 

Recreación y el Deporte -IRD-, se declarará que dichas entidades no han 

vulnerado los derechos colectivos a que se refiere la presente acción 

constitucional. 

 

8. Sobre el incentivo económico. 

 

Si bien es cierto, el incentivo económico era procedente en los términos de 

los artículos 39 y 40 de la Ley 472 de 1998, es indiscutible que con la 

expedición de la Ley 1425 de 2010, que los derogó, se eliminó dicho 

reconocimiento económico a favor del actor popular, pues, precisamente ese 

era su propósito, como así lo clarificó expresamente la Corte Constitucional 

en la Sentencia C-630 de 2011, citada en la sentencia C-911 del mismo año. 

Así las cosas, se denegará el incentivo económico solicitado por el actor 

popular.  

 

9. Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 392 del C.P.C. [artículo 365 

del Código General del Proceso], se condenará en costas (i) a la sociedad 

Negociación Buena Vista S.A. y al Fideicomiso La Estancia Camino de 

Salazar, representado por Alianza Fiduciaria S.A., a favor del Departamento 

Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, y (ii) al Departamento 

Administrativo de la Defensoría del Espacio Público a favor de Canales 

Andrade y Cía. S.A.S. y Alianza Fiduciaria S.A; última ésta que, como quedó 

dilucidado, sí procedía ser demandada pero en calidad de representante del 

Fideicomiso y no de manera directa, como se hizo.  
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 V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ, D.C., administrado justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR PRÓSPERA la excepción de mérito de “falta de 

legitimación en la causa por pasiva” planteada por Alianza Fiduciaria S.A., 

dentro de la acción popular instaurada en su contra y de Negociación Buena 

Vista S.A., por parte del Departamento Administrativo de la Defensoría del 

Espacio Público DADEP. 

 

SEGUNDO: DECLARAR PRÓSPERAS las excepciones de mérito 

formuladas por Canales Andrade y Cía. S.A.S, relativas a que, sobre el 

desarrollo urbanístico de la urbanización La Estancia Camino de Salazar, 

nunca ostentó la calidad de urbanizadora responsable del proyecto, ni en el 

contrato de fiducia mercantil suscrito entre las sociedades Negociación Buena 

Vista S.A., Canales Andrade y Cía. S. en C. y Alianza Fiduciaria S.A., se le 

responsabilizó de urbanizar el predio La Estancia ni entregar la zonas de 

cesión obligatoiras y gratuitas de la referida urbanización. 

 

TERCERO: DECLARAR IMPRÓSPERAS las excepciones de mérito 

invocadas por Alianza Fiduciaria S.A., en calidad de vocera y representante 

del patrimonio autonómo Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.   

 

CUARTO: ACCEDER al amparo de los derechos e intereses colectivos que 

por esta vía solicitó el Departamento Administrativo de la Defensoría del 

Espacio Público dentro de la acción popular de la referencia, frente a 

Negociación Buena Vista S.A., y Alianza Fiduciaria S.A. como representante 

y administradora del Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar. 

 

QUINTO: DECLARAR, en consecuencia, que por parte de la sociedad 
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negociación Buena Vista S.A., y Alianza Fiduciaria S.A. en su calidad de 

administradora del Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, se registró la 

vulneración a los derechos colectivos al goce de un ambiente sano y del 

espacio público, la utilización y defensa de los bienes y patrimonio públicos, 

así como a la realización de construcciones, edificaciones y desarrollos 

urbanos respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando 

prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, de que tratan 

los literales a), d), e) y m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998, y que tiene 

origen en la falta de ejecución y entrega de las áreas de cesión gratuitas 

correspondientes al proyecto urbanístico La Estancia Etapa I.  

 

SEXTO: ORDENAR a la sociedad Negociación Buena Vista S.A., y a Alianza 

Fiduciaria S.A. en su calidad de representante y administradora del 

Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, si aún no lo han hecho, ejecuten 

las obras que sean necesarias para entregar las áreas de cesión obligatorias 

y gratuitas al DADEP conforme los lineamientos señalados en los planos 

urbanísticos CU2-F394/11; CU2F-394/4-12; CU2-F 394/4-13; CU2F394/4-

14, así como las directrices indicadas en la Resolución CUP-8-047 del 20 de 

diciembre de 1996 y demás resoluciones que con posterioridad hayan sido 

proferidas, para lo cual, se le otorga el término de seis (6) meses, para tal 

efecto.  

 

SÉPTIMO: ADVERTIR que el incumplimiento a lo aquí ordenado hará incurrir 

a los respectivos representantes en desacato, sancionable en la forma y 

términos indicados en el artículo 41 de la Ley 472 de 1998.  

 

OCTAVO: DISPONER la conformación de un Comité de verificación del 

cumplimiento de esta sentencia, integrado por las partes, el Instituto de 

Desarrollo Urbano IDU, el Instituto de Recreación y Deporte, la Alcaldía Local 

de Fontibón y el Ministerio Público, conforme al artículo 34 de la precitada 

ley. 

 

NOVENO: DECLARAR que por parte del Instituto de Desarrollo Urbano –

IDU y el Instituto para la Recreación y el Deporte -IRD-, no se han vulnerado 

los derechos colectivos a que se refiere la presente acción constitucional.  
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DÉCIMO: CONDENAR en costas a la Sociedad Negociación Buena Vista 

S.A. y al Fideicomiso La Estancia Camino de Salazar, administrado Alianza 

Fiduciaria S.A., a favor del actor popular -DADEP-, las cuales serán 

oportunamente liquidadas por Secretaría. Como agencias en derecho se fija 

la suma equivalente a cinco (5) Salarios Mínimos Legales Mensuales 

Vigentes, cada uno. 

 

UNDÉCIMO: CONDENAR en costas al Departamento Administrativo para la 

Defensoría del Espacio Público –DADEP a favor de Alianza Fiduciaria S.A., 

y de Canales Andrade y Cía. S.A.S., las cuales serán oportunamente 

liquidadas por Secretaría. Como agencias en derecho se fija la suma 

equivalente a dos (2) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes, para 

cada una.  

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

                                                                                              

 

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Juez 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia 

anterior es notificada por anotación en ESTADO No. 
118, hoy 20 de octubre de 2020. 

 
 

LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ  
Secretario 

JASS 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Exp: N° 11001310301120190018000 
Clase: Restitución de bienes dados en arrendamiento. 
Demandante : ARG Grupo Inmobiliario S.A.S.  
Demandado : María Stefanía Fonrodona Moncada y Colibrí de Alelí S.A.S. 

 

I. ASUNTO 

 
Procede el Despacho a proferir SENTENCIA de primera instancia, dentro del 

proceso de la referencia.  

 
II. ANTECEDENTES 

 
1. Las sociedad ARG Grupo Inmobiliario S.A.S., por conducto de apoderado 

judicial constituido para el efecto, presentó demanda de restitución de bienes 

inmuebles entregados a título de arrendamiento, contra María Stefanía 

Fonrodona Moncada y Colibrí de Alelí S.A.S., de un lado, para que se declare 

terminado el contrato de arrendamiento de inmueble comercial suscrito el 18 

de octubre de 2017, que hace referencia al local comercial No. 3, ubicado en 

la Calle 109 Nos. 15 – 55 de esta urbe, por falta de pago en los cánones de 

arrendamiento desde el mes de junio de 2019 y, de otro, para que se ordene 

la consecuente restitución del predio en comento. 

 

2. El Despacho, mediante auto de 19 de marzo de 2019, dispuso la admisión 

de la demanda, toda vez que la misma reunía los requisitos legales exigidos. 

 

3. Las demandadas se notificaron a través del aviso de que trata el artículo 

292 del Código General del Proceso, quienes durante el término de traslado 

concedido por la ley, guardaron silencio.  
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III. CONSIDERACIONES 

 
1. Los presupuestos procesales. 

 
De entrada advierte el Despacho que en el caso sub examine se encuentran 

satisfechos a cabalidad los denominados presupuestos procesales; pues, la 

competencia de este Despacho para conocer del asunto no merece reparo 

alguno ante la materialización de todos y cada uno de los factores que la 

integran y, de igual modo, la capacidad para ser parte, así como la procesal, 

se evidencian aquí sin objeción. Adicional a lo anterior, no se advierte la 

presencia de irregularidades que ameriten la declaratoria de nulidades de 

carácter adjetivo. 

 
2. De la acción incoada 

 
2.1. Se ha acudido a la acción consagrada en el artículo 384 del Código 

General del Proceso, para efectos de obtener la terminación del contrato 

aludido, y la restitución del bien objeto del contrato de arrendamiento 

mencionado, por parte de quienes son hoy demandados, para lo cual se le 

endilga la falta de pago de los cánones antes aducidos. 

 
El arrendamiento es un contrato en el que las dos partes se obligan 

recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una 

obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por ese goce, obra o servicio 

determinado [bilateral]. Es consensual, se perfecciona con el acuerdo de 

voluntades sobre la cosa y el precio, por ello puede celebrarse escrita o 

verbalmente. Es oneroso, conmutativo, aleatorio y de ejecución sucesiva. 

 
2.2. Así, no existe reproche respecto de los presupuestos de la acción, toda 

vez que, la relación contractual de arrendamiento entre las partes en conflicto 

se encuentra debidamente acreditada con el documento base de la acción 

que milita a folios tres a 10 del paginario, por cuanto el contrato de 

arrendamiento fue celebrado en forma escrita, se encuentra suscrito por la 

sociedad arrendadora y por las demandadas en calidad de arrendatarias, y 

no fue tachado, ni redargüido de falso, por lo cual se convirtió en plena 

prueba, y con éste se demuestra la existencia de la relación jurídica entre las 
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partes, la legitimación que les asisten en el presente asunto y las 

obligaciones recíprocas, como la de conceder el uso y goce de una cosa 

[arrendador] y la de pagar por ese goce o servicio [arrendatario].  

 

La parte demandante invocó como causal para la restitución, la falta de pago 

respecto de los cánones de arrendamiento desde el mes de junio de 2019. 

 

2.3. Preceptúa el numeral 3º del artículo 384 del C.G.P., de manera clara y 

perentoria que la “[A]usencia de oposición a la demanda. Si el demandado 

no se opone en el término de traslado de la demanda, el juez proferirá 

sentencia ordenando la restitución.”.  

 

En este orden de ideas, al descender en el asunto que nos convoca, se 

avizora que se encuentran dadas las condiciones para emitir una decisión de 

fondo que dirima la controversia jurídica, al haberse notificado en legal forma 

a las demandadas quienes, se repite, no se opusieron a las pretensiones de 

la demanda, lo cual, como ya se mencionó, faculta el proferimiento de la 

sentencia que señala el numeral 3º del citado artículo, como en efecto se 

dispondrá, con la consecuente condena en costas. 

 

IV. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, 

RESUELVE 

 
PRIMERO: DECLARAR LA TERMINACIÓN del contrato de arrendamiento 

de actividad comercial M.A. 20130142 celebrado el 18 de octubre de 2017, y 

que recae sobre el local comercial No. 3 de la Calle 109 No. 15 – 55 de esta 

ciudad, por incumplimiento de la parte demandada en el pago de los cánones 

de arrendamiento causados desde el mes de junio de 2019. 

 
SEGUNDO: ORDENAR la restitución del bien referenciado en el anterior 

numeral por parte de la demandada en favor de la demandante ARG Grupo 
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Inmobiliario S.A.S., dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de la 

presente providencia. 

 

TERCERO: COMISIONAR, en caso de que no se haga la entrega voluntario 

por parte de las demandada, para la práctica de la diligencia de entrega, con 

amplias facultades legales y término de comisión hasta el día en que se 

efectúe la entrega, al señor Juez Civil Municipal y/o de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Bogotá, D.C. [reparto] y/o al Alcalde de la zona en la 

que se encuentra el bien y/o al Inspector de Policía que corresponda. Líbrese 

Despacho con los insertos pertinentes. 

 
CUARTO: CONDENAR en costas a la parte pasiva y a favor de la 

demandante. Señálese como agencias en derecho la suma de 

$2´500.000,oo M/cte. Por Secretaría practíquese su liquidación. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 
 

 

 

 

 
 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 
 

Jueza 
 
 

 
JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D. C. 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La 

providencia anterior es notificada por 
anotación en ESTADO N° 118 hoy 20 de 
octubre de 2020. 

 
LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ 

 Secretario 

JASS 11-2019-180  
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Señora: 

JUEZ 11 CIVIL DEL CIRCUITO. 

ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.S.D. 

 

REF: ACCION POPULAR No. 2019-705 

DE: LIBARDO MELO VEGA.  

CONTRA: WELNESS FOOD COMPANY S.A.S. hello@freezen.com.co 

c.lima@limaabogados.com 

contacto@limaabogados.com 

 

 

ASUNTO: DESCORRER TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN. 

 

LIBARDO MELO VEGA, identificado como aparece al final de este escrito, como 

actor en la acción popular de la referencia, dentro del término legal, 

respetuosamente me dirijo a usted con el fin de descorrer traslado del recurso de 

reposición interpuesto por la accionada en contra del auto admisorio de la demanda, 

en los siguientes términos: 

 

1. Pretende la accionada que se revoque el literal SEGUNDO del auto 

admisorio en el sentido de que el Despacho se abstenga de ordenar la 

publicación en la página web de la accionada, publicación relacionada con 

informar a la comunidad acerca de la existencia de la presente acción. 

 

 

2.  La petición de la accionada no cuenta con soporte legal valido para que sea 

revocada, más que simples apreciaciones subjetivas, teniendo en cuenta que 

la orden fue emitida dentro del marco de la ley 472 de 1998, estando 

facultada la señora juez para ordenar la publicación por los medios que 

considere convenientes, de conformidad con lo ordenado en el art. 21 de la 

ley 472 de 1998. Además, es importante tener en cuenta que el Decreto 

806 de 2020, ordenó privilegiar el uso de los medios tecnológicos para 

cualquier actuación procesal.  

 

ARTICULO 21. NOTIFICACION DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. En 

el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al 

demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través 

de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida 

cuenta de los eventuales beneficiarios. 

mailto:ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:hello@freezen.com.co
mailto:c.lima@limaabogados.com
mailto:contacto@limaabogados.com


Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de 

comunicación… (Resaltado fuera de texto original.) 

 

3. Manifiesta la accionada que se ve perjudicada con la orden de la señora 

Juez, pero es lo mínimo que puede suceder cuando se ven afectados 

derechos colectivos, como en este caso, en donde se está violando el 

reglamento técnico aplicable al etiquetado de productos alimenticios. Sin ir 

más lejos, en estos casos es hasta procedente que se ordena la suspensión 

de la producción y comercialización de un producto por violación del 

reglamento técnico aplicable, entonces la decisión de la señora juez para 

nada es desproporcionada como lo quiere hacer ver la accionada. 

 

 

DECRETO 3144 (agosto 22 de 2008) 

por el cual se modifica el Decreto 2269 de 1993. 

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades, en 

especial las que le confiere el ordinal 11 del artículo 189 de la Constitución Política 

y el artículo 3° de la Ley 155 de 1959, 

DECRETA: 

(…) 

Artículo 5°. Adiciónese un artículo 39 bis al Capítulo VI del Decreto 2269 de 1993, 

el cual quedará así:  

“Artículo 39. Bis. Cuando un determinado producto y/o servicio se encuentre 

sujeto al cumplimiento de un reglamento técnico, la autoridad a la que le 

corresponda su vigilancia, podrá ordenar en forma inmediata y de manera 

preventiva, mientras se surte la respectiva investigación, que se suspenda su 

comercialización por un término de sesenta (60) días, prorrogable hasta por 

un término igual, cuando se tengan indicios graves de que el producto y/o 

servicio pone en riesgo el objetivo legítimo que se pretende proteger mediante 

el respectivo reglamento técnico. Para los efectos de lo previsto en el presente 

artículo, se entenderá que los objetivos legítimos, son los previstos por el Anexo 

IA del Acuerdo de la Organización Mundial del Comercio sobre Obstáculos 

Técnicos al Comercio, Capítulo 7, Artículo 7.6, aprobado mediante la Ley 170 

de 1994”. (Resaltado fuera de texto original) 

 

 

4. Por otra parte, el RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en subsidio por la 

accionada NO ES PROCEDENTE frente a autos emitidos en el curso de una 

acción popular. 



PETICIÓN. 
 
Por lo expuesto, solicito respetuosamente al Despacho: 
 

1.  Mantener en su integridad el auto admisorio atacado por la accionada. 
 

2. No conceder el recurso de apelación interpuesto en subsidio por la 
accionada, por no estar contemplado en la ley 472 de 1998 para el caso de 
autos emitidos en el curso de una acción popular, siendo procedente tal 
recurso solo para atacar la sentencia.     

 

Atentamente. 

LIBARDO MELO VEGA. 

CC 79266839 

CEL. 3003602072 
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JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de diciembre de dos mil veinte (2020). 

 

REF.: Exp. 11001310301120190070500 
CLASE: Acción Popular   
DEMANDANTE: Libardo Melo Vega     
DEMANDADO: Wellness Food Company S.A.S. 

 

I. ASUNTO 

 

Se pronuncia el Despacho sobre el RECURSO DE REPOSICIÓN y en 

subsidio apelación, impetrados por el apoderado judicial del extremo 

demandado contra el numeral 2º del proveído del 2 de diciembre de 2019, a 

través del cual esta sede judicial ordenó informar a los miembros de la 

comunidad sobre la admisión de la acción popular de la referencia, entre 

otros, a través de una comunicación en la pagina web de la sociedad que 

funge como extremo pasivo de la acción.  

 

II. SUSTENTO DEL RECURSO 

 

1. El apoderado judicial de la parte demanda en mención, sustenta sus 

peticiones al considerar, básicamente, que dicha publicación está en 

detrimento del buen nombre y derechos patrimoniales de la marca con las 

cuales se comercializan los productos de la compañía que representa; 

máxime cuando cumple con todos los requisitos legales y reglamento 

técnicos aplicables a cada uno de los productos que comercializa y hasta 

ahora se está dando curso a una demanda frente a la cual el demandado no 

ha ejercido su derecho de defensa y contradicción respecto a los cargos 

formulados en su contra.  
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2. Dentro del término de traslado, el actor popular se opuso a la prosperidad 

del recurso, indicando que no se expuso un fundamento legal válido para que 

la decisión atacada sea revocada, por el contrario de conformidad con el 

artículo 21 de la Ley 472 de 1998, el juez está facultado para ordenar la 

publicación en mención por los medios que considere convenientes, incluso, 

el Decreto 806 de 2020, privilegia los medios tecnológicos para cualquier 

actuación procesal.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.  Anotaciones preliminares. 

 

De entrada se hace necesario precisar que el objeto de las acciones 

populares se circunscribe a la protección de derechos colectivos que 

pertenecen a todos y cada uno de los integrantes de una comunidad o de 

toda la sociedad, que exigen, por ende, una labor anticipada de protección y 

una gestión pronta de la justicia dirigida a impedir a la vulneración de 

derechos, como la vida, la salud, el ambiente sano, el equilibrio ecológico, la 

seguridad, patrimonio y moralidad pública no de una persona, sino de toda 

una colectividad, lo que hace que de suyo sean irrenunciables, inajenables e 

imprescriptibles. 

 

2. En ese contexto, el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 establece, en lo 

pertinente que, “En el auto que admita la demanda el juez ordenará su 

notificación personal al demandado. A los miembros de la comunidad se les 

podrá informar a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier 

mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios. […] Para 

este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de 

comunicación. […]”.  

 

La publicación del aviso a la comunidad, como lo ha sostenido la Sala Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, no es de exclusivo cumplimiento del actor, 

pudiendo el juez atribuir esta carga, a través de varios medios, incluso 
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haciendo uso del Fondo Para la Defensa de los Derechos Colectivos1. Sobre 

el objeto del aviso, el Consejo de Estado, ha sostenido que:   

 

“[s]e ha realizado la notificación ordenada por el artículo 21 ibídem a los 
miembros de la comunidad, a través de un medio masivo de comunicación o 
de cualquier mecanismo eficaz, pues esa comunicación tiene por objeto, 
precisamente enterar a los miembros de la comunidad de la existencia de la 
acción para que, si a bien lo tienen participen como coadyuvantes en la 
misma, pero no invitarlos a presentar nuevas acciones con el mismo objeto. 
Esto por cuanto la acción popular no busca la satisfacción de ningún interés 
personal sino “la protección efectiva de derechos e intereses colectivos, de 
manera que se hagan cesar los efectos de su resquebrajamiento”. De lo cual 
se deduce que la solidaridad es lo que debe motivar a los ciudadanos a 
interponerla y no la búsqueda de intereses individuales. Si realmente el actor 
tiene interés en la protección del derecho colectivo y posee elementos de 
juicio adicionales a los aportados por quien primero interpuso la acción 
popular con el mismo objeto, tendrá la opción de coadyuvarla, según lo 
establecido en el artículo 24 de la ley 472 de 1998.” 

       

En ese contexto, resulta, a la luz de la norma en cita, procedente que el juez 

efectúe un ordenamiento a una persona diferente al actor popular con el fin 

de darle a conocer a la comunidad la admisión de una acción popular con el 

fin de que pueda ejercer sus derechos y, en dado caso, coadyuvarla, máxime 

si se trata de un medio masivo de comunicación efectivo y eficaz para el fin 

que busca la norma.  

 
3. Ahora la admisión de una acción constitucional como la que nos convoca, 

no sólo puede concebirse como un mecanismo a través del cual se les 

garantiza a las personas la protección de sus derechos fundamentales, sino 

la materialización de principios y fines del Estado Social del Derecho, el cual 

se rige por principios como la buena fe, presunción de inocencia, derecho de 

defensa, etc.  

 

Bajo ese panorama, no resulta acertado afirmar que dicha admisión y la 

notificación de ésta a los miembros de la comunidad [que son los titulares de 

los derechos colectivos que se pretende proteger a través de la acción 

constitucional referida], constituyan una afectación al buen nombre, 

                                                 
1 “Lo anterior, porque el citado artículo indica que puede informarse, «a través de un medio masivo de 

comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios», sin que se 

requiera necesariamente la intervención del actor para que se haga la publicación.”. STC14483-2018. 

Radicación n.° 66001-22-13-000-2018-00755-01. 7 de noviembre de 2018. M.P.: Ariel Salazar Ramírez.  
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reputación o patrimonio de una persona [jurídica o natural], pues 

precisamente, como lo ha anotado el mismo recurrente, en esta etapa 

procesal no se ha establecido ningún tipo de responsabilidad en cabeza del 

extremo pasivo de la litis, lo que se pretende es a través de la publicidad 

integral el contradictorio con la comunidad a la cual “presuntamente” se le 

están afectado o vulnerando sus derechos colectivos, frente a los cuales la 

sociedad demandada tiene los mecanismos procesales para presentar su 

defensa y las pruebas que la fundamentan, con la posibilidad de controvertir 

aquellas que sean presentadas en su contra.  

 

A este punto, debe relievarse que el objetivo de las comunicaciones 

ordenadas el 2 de diciembre de 2019, a través de páginas web de entidades 

como la Rama Judicial, Superintendencia de Industria y Comercio, 

Defensoría del Pueblo, Procuraduría General de la Nación e incluso de la 

misma persona accionada o a través de cualquier medio masivo de 

comunicación como emisoras o periódicos, persiguen un mismo fin, y es una 

obligación del juzgador que adelanta la acción, buscar los medios más 

eficaces, bajo los principios de economía y celeridad, con el fin, se itera, de 

que la comunidad sea informada de la existencia de la acción popular, para 

así darle cumplimiento al precepto legal contenido en el artículo 21 de la Ley 

472 de 1998, pues de lo contrario se podría incurrir en una nulidad [numeral 

8º artículo 133 del C.G.P.] 

 

3. Así las cosas, frente a la ausencia de causales capaces de enervar el auto 

objeto de censura proferido en el sub examine, el 2 de diciembre de 2019, el 

mismo se mantendrá incólume, por ajustarse a la normatividad y principios 

que rigen el trámite de la acción popular de la referencia.  

 

4. Finalmente, en relación con el recurso subsidiario de apelación, el mismo 

será denegado, por improcedente, tomando en consideración que La Ley 472 

de 1998, que es la normatividad especial que rige a las acciones populares 

[y a las de grupo], estableció de manera expresa que, (i) contra los autos que 

se dicten durante el trámite de la acción popular procede el recurso de 

reposición [artículo 36]; (ii) contra la sentencia de primera instancia es viable 
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el recurso de apelación [artículo 37] y; (iii) el auto que decrete medidas es 

susceptible de reposición y apelación [artículo 26].  Lo anterior, atendiendo 

quizás la naturaleza de la referida acción constitucional.   

 

En ese orden, en línea de principio y atendiendo la especialidad de la ley, la 

alzada en acciones populares sólo procede respecto del auto que decrete 

medidas previas y la providencia que decida de fondo el asunto.  

 

IV. DECISIÓN 

 

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL 

CIRCUITO de Bogotá D.C.  

RESUELVE 

 

PRIMERO:  MANTENER INCÓLUME la providencia recurrida adiada 2 de 

diciembre de 2019, conforme las razones consignadas en este auto.   

 

SEGUNDO: DENEGAR, por improcedente, la alzada que en forma 

subsidiaria fuera interpuesta por la censora.  

 

             NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia 
anterior es notificada por anotación en ESTADO 
No.118, hoy 20 de octubre de 2020. 
 

 
LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ  

Secretario 


